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Armenia Quindío, diciembre 14 de 2023  
 
Señores 
Proponentes  
 
Ref: Respuesta a las observaciones Pliego de condiciones LP 01 de 2023.  

 

Objeto: “PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA, EL 
CUAL INCLUYE MEDIOS TECNOLÓGICOS Y MONITOREO ELECTRÓNICO DE 
EQUIPOS Y SISTEMAS DE VIGILANCIA PARA LAS SEDES JUDICIALES DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE ARMENIA Y ADMINISTRATIVO DEL QUINDÍO.” 
 

1.CONSORCIO AMCOVIT ADPORT 
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RESPUESTA:  
 
Respecto a la observación realizada por parte del proponente al indicar que, las respuestas 

a las observaciones, con relación al formato de oferta económica de servicio de personal 

de vigilancia, corresponde a una modificación sustancial al pliego de condiciones que debía 

efectuarse mediante adenda, la entidad se permite dar respuesta en el siguiente sentido:  

Es de resaltar que las observaciones al formato de propuesta económica de servicios 

personales de vigilancia, fueron extemporáneas, más precisamente un día antes al cierre 

del proceso de selección, por lo cual la Entidad con el fin de garantizar los principios de la 

contratación, tales como: la pluralidad de oferentes, selección objetiva e igualdad, procedió 

a ACLARAR el formato, indicando de forma expresa que “[…]respecto a los proveedores que 

presenten su propuesta, estableciendo como número de guardas seis (6) para el presente servicio, 

de acuerdo al formato de servicios personales inicialmente publicado por la entidad, su propuesta 

será tenida en cuenta y la entidad procederá a realizar la corrección aritmética, de acuerdo a los 

servicios efectivamente requeridos y aclarados a través de la presente respuesta […]”, es decir, se 

haría la corrección aritmética pertinente en el caso de que se presentara el formato con la 

inconsistencia advertida por el interesado, garantizando así poner en igualdad de 

condiciones a todos los proponentes, corrigiendo un error ; Sin embargo, es de resaltar que 

aunque la entidad realizó esta aclaración del formato, el mismo documento permitía concluir 

la cantidad de guardas de seguridad requeridos para el ítem fila C16 para la vigencia 2024, 

dado que el ítem hace referencia a un servicio 12 horas de lunes a viernes sin festivo diurno, 

la normativa aplicable indica que debe ser suplido por un vigilante, en ese sentido, el 

servicio descrito en este ítem corresponde a 4 servicios que permite deducir que para la 

prestación del mismo era necesario disponer de cuatro (4) cuatro vigilantes.   
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Conforme a lo anterior, vale la pena indicar que la solicitud de nulidad que alega el 

proponente, no cumple con ninguno de los presupuestos previstos en el Artículo 137 del 

CPACA, el cual predica que:  

«ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 

representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 

general. Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas 

en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 

motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los 

profirió1 . […]» (negrilla fuera del texto)  

En este sentido, el medio de control es improcedente no solo porque no se cumplen las 

condiciones antes citadas sino además porque la instancia para alegar la nulidad es ante 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  

Aunado a lo anterior, es preciso poner en conocimiento a los proponentes que, la 

observación extemporánea era pertinente, lo cual implicaba que la entidad tuviese que 

hacer la aclaración, la misma, acudió a lo preceptuado en el Artículo 45 del CPACA (Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), el permite la 

corrección de errores simplemente formales de los actos administrativos relacionados con 

errores aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras, de la siguiente 

manera: «Artículo 45. Corrección de errores formales. En cualquier tiempo, de oficio o a 

petición de parte, se podrán corregir los errores simplemente formales contenidos en los 

actos administrativos, ya sean aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de 

palabras. En ningún caso la corrección dará lugar a cambios en el sentido material de la 

decisión, ni revivirá los términos legales para demandar el acto. Realizada la corrección, 

esta deberá ser notificada o comunicada a todos los interesados, según corresponda.» 

Para tal efecto el Concepto CCE C-896 de 2022 emanado por la Agencia Nacional de 

contratación publica Colombia Compra Eficiente, señala:  

“[…]De esta figura se pueden destacar las siguientes características: i) procede para 

corregir errores simplemente formales contenidos en los actos administrativos, ya sean 

aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras, ii) no permite 

cambios sustanciales o materiales de la decisión, iii) puede realizarse en cualquier 

tiempo, iv) procede de oficio o a petición de parte, v) el acto administrativo de corrección 

no revive términos para demandar el acto corregido, vi) debe ser notificada o 

comunicada a los interesados .  

Cabe aclarar que aunque el Estatuto General de Contratación de la Administración 

Pública no consagra expresamente esta figura, es posible su aplicación en los actos 

del proceso de contratación, en virtud de lo establecido en el artículo 77 de la Ley 80 

de 1993 y en el artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, pues, la primera disposición señala 

que las normas que rigen los procedimientos y actuaciones en la función administrativa 

son aplicables en las actuaciones contractuales, siempre que sean compatibles con la 

finalidad y los principios de la Ley 80. A su vez, el artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, 

señala que los procedimientos allí establecidos aplican a las actuaciones de todas las 

autoridades y particulares que desempeñan funciones administrativas, sin perjuicio de 

los procedimientos regulados en leyes especiales, y agrega que, en lo no previsto en 

estos, se aplicarán los procedimientos establecidos en dicho código. Tal es el caso de 

la corrección de errores simplemente formales de los actos administrativos que no está 

regulada en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sino en 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo…” 

En este sentido la aclaración realizada por la entidad se encuentra plenamente justificada 

y garantizaba los principios de transparencia, pluralidad de oferentes e igualdad.  

Por otra parte, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Subsección A, sentencia de 16 de septiembre de 2013, expediente no. 30.571, 

con ponencia del Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Esta postura fue reiterada por esta 

Subsección, en sentencia del 1 de octubre de 2014, dentro del expediente 30614, C.P. (e) 

Hernán Andrade Rincón y fue acogida por la Subsección B de la Sección Tercera en 

sentencia del 26 de enero de 2022, en el expediente 54719, con ponencia del consejero 

Fredy Ibarra Martínez., en la cual exponen que las Entidades en la etapa que sea debemos 

dar respuesta a todas las observaciones, dudas o inquietudes fundadas y reiterativas 

respecto de determinados ítems o elementos integrantes del mismo, la Administración está 
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en la obligación de absolverlas con absoluta nitidez, del tal modo que zanje cualquier 

dualidad interpretativa que frente al mismo hubiere lugar, indicando de forma taxativa que: 

“5.2. De la fuerza vinculante de las respuestas a las solicitudes de aclaraciones en relación 

con los términos de referencia (…). Ahora bien, cuando la Administración no cumple a 

cabalidad las cargas de claridad y precisión que deben informar la elaboración de los pliegos 

de condiciones o los términos de referencia, al punto que una vez publicados susciten 

entre los respectivos interesados en participar en el procedimiento de selección, 

dudas o inquietudes fundadas y reiterativas respecto de determinados ítems o 

elementos integrantes del mismo, la Administración está en la obligación de 

absolverlas con absoluta nitidez, del tal modo que zanje cualquier dualidad 

interpretativa que frente al mismo hubiere lugar. En tal virtud ante cualquier respuesta a 

una inquietud surgida del pliego de condiciones o términos de referencia que le confiera un 

significado definitivo y trascendente que antes de resolver el interrogante y de cara a su 

imprecisión no tenía, a juicio de la Sala, la Administración no puede quedar relevada de su 

estricta observancia pretextando que la susodicha aclaración no tiene fuerza vinculante por 

no estar contenida en un adendo (…). En ese orden de ideas, sea que se llame adendo, 

oficio, resolución, acto administrativo, circular, comunicación, dejando de lado el formalismo 

de la denominación, cuya solemnidad, como se anotó, no está definida por el ordenamiento, 

si de su contenido esencial se extrae con precisión y claridad la finalidad de variar o 

complementar alguna previsión del pliego de condiciones o de los términos de referencia y 

a ello se suma que se trata de un documento institucional que emana de la entidad pública 

directora del procedimiento precontractual y que es dado a conocer a todos los interesados, 

entonces no queda más que concluir que su fuerza obligatoria se irradia a todas las partes 

del proceso precontractual quienes deberán acatarlo con el mismo vigor que se observa 

respecto de las previsiones del pliego de condiciones”. 

En segunda medida, respecto al supuesto error en que la Entidad hizo inducir a los 

proponentes respecto a un incremento del 6%, es imperativo resaltar que la entidad fue 

respetuosa y garantista del principio de publicidad que predica el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del 

Decreto 1082 de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La Entidad 

Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos 

administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del Proceso de 

Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen en bolsa de productos no 

tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad Estatal está obligada a publicar 

oportunamente el aviso de convocatoria o la invitación en los Procesos de Contratación de 

mínima cuantía y el proyecto de pliegos de condiciones en el SECOP para que los 

interesados en el Proceso de Contratación puedan presentar observaciones o solicitar 

aclaraciones en el término previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente 

decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II desde 

el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la oportunidad de hacer 

las observaciones a los documentos del proceso dentro de los plazos legalmente 

establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe precontractual por 

parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la Administración la cual se extiende 

a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de evidenciarlo, acerca de la posible 

existencia de irregularidades, omisiones, anomalías o inexactitudes acaecidas durante el 

agotamiento de las etapas del procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el 

enderezamiento de alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o 

evitar que la elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; 

No obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte de 

los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios personales 

de vigilancia, las cuales como ya se menciono previamente debían ser atendidas por la 

entidad así fueran extemporáneas.  

Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de condiciones no 

solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la bondad de la etapa de 

observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de condiciones, la cual no es otra 

que garantizar el principio de transparencia dentro del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció el 
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principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación expresa en el 

artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha relación con el de 

publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según el artículo 209 

constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 se estableció la 

facultad de los interesados para realizar y/o presentar observaciones, como un mecanismo 

para controvertir algunas de las decisiones adoptadas por las entidades estatales en el 

marco de sus actuaciones públicas, en particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 

[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o 

adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento 

de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que 

las contengan estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación 

el ejercicio del derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución 

Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que regula 

la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció ciertas reglas 

en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para precisar el contenido y 

alcance de los pliegos de condiciones y asignación de riesgos. De esta manera, se señaló 

que como resultado de lo debatido en la audiencia se realizarán las modificaciones a que 

haya lugar frente a los pliegos de condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro 

del plazo de la licitación, cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 

contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado y publicará en 

el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º del mismo artículo, respecto de 

los informes de evaluación de las propuestas, estableció que los mismos «[…] permanecerán en la 

secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten 

las observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa 

Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al principio 

de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, no solo porque 

dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos que hacen parte integral 

del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las observaciones planteadas por los 

interesados en el proceso, para lo cual es menester resaltar que no hubo pronunciamiento 

de los interesados en el proceso respecto a la determinación y contenido del presupuesto 

oficial en  las observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en 

la audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los pliegos 

definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de la 

contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en ese sentido 

en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de contenido sustancial frente 

al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que para la presentación de su propuesta 

los oferentes tuvieron que tener en cuenta la estructuración del estudio del mercado como 

parte integral del proceso de selección y como elemento fundante de la elaboración del 

formato de oferta económica por parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes manifiestan 

conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los requisitos en ellos 

contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y decisiones del proceso de 

contratación. 
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Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que ocho de 

los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las condiciones 

establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no 

cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto en 

sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, Consejero Ponente 

José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que si bien es 

responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de planeación realizar una adecuada 

estructuración de tales procesos, se subraya que en su elaboración definitiva está inscrita la huella 

e impronta de los particulares y potenciales interesados, quienes concurren en las etapas de 

publicidad a perfilar los elementos finales del proyecto de contrato, lo que si bien no los hace 

responsables por las falencias inadvertidas de ellos, tampoco excluye que en su contra se puedan 

elaborar premisas de corresponsabilidad, ni que por esta vía se configure una patente que autorice, 

en casos así, beneficiarse de los errores propios por evidente falta de diligencia y desconocimiento 

del principio de buena fe en la actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

En tercera medida, respecto a la subsanibilidad de la oferta económica de los servicios 

personales de vigilancia, es precio resaltar que el requisito 6.2 EVALUACIÓN ECONÓMICA 

A) SERVICIO DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA el cual se encuentra dentro del 

CAPITULO VI - CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE, es 

entonces que no se debe examinar individualmente solo como un requisito habilitante por 

los motivos que se exponen, en la medida que claramente se puede evidenciar que se 

encontraba dentro del componente ponderable. Pese a que la entidad establecida que no 

otorgaría puntaje es un criterio que sirve como comparación entre las ofertas  

Así mismo, las condiciones y reglas  para la presentación de este requisito han estado 

definidas de manera clara desde la publicación del proyecto de pliego de condiciones y, 

posteriormente, en el pliego de condiciones definitivo, siendo estas condiciones de carácter 

vinculante y evidentemente de obligatorio cumplimiento tanto para los proponentes como 

para la entidad, los cuales deben ceñirse a su contenido y no hay lugar a que las partes 

empleen criterios diferentes o cambien requisitos que no fueron definidos en los pliegos, 

este principio se refuerza especialmente cuando la redacción es precisa y no deja lugar a 

interpretaciones más allá de lo establecido. 

“POR ESTA OFERTA NO SE OTORGARÁ PUNTAJE ALGUNO, NO OBSTANTE, EN 

CASO DE OFERTAR VALORES DIFERENTES A LOS DETERMINADOS POR LA 

ENTIDAD, SERÁ CAUSAL DE RECHAZO DE LA OFERTA.” 

Esta nota se basa en el principio de autonomía que las entidades tienen al elaborar los 

pliegos de condiciones  y la discrecionalidad con la que, por regla general, cuentan para 

configurar el contenido del pliego de condiciones están autorizadas para incluir las reglas 

que consideren adecuadas tal como se hizo dentro del presente proceso considerando la 

relevancia de la oferta de servicios de vigilancia como componente integral de la propuesta 

económica, este aspecto se constituye como un elemento esencial para la adecuada 

comparación entre las distintas ofertas, por lo cual se estructuro la causal de rechazo 

mencionada la cual  no recibió ninguna objeción por parte de los interesados. 

En sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Magistrado Ponente Daniel Suarez Hernández, Expediente 12344 del 3 de mayo 

de 1999 por medio de la cual se define el pliego de condiciones como: 

 

“(…) El pliego de condiciones está definido como el reglamento que disciplina el 

procedimiento licitatorio de selección del contratista y delimita el contenido y alcance 

del contrato. Es un documento que establece una preceptiva jurídica de 

obligatorio cumplimiento para la administración y el contratista, no sólo en la 

etapa precontractual sino también en la de ejecución y en la fase final del 

contrato. Si el proceso licitatorio resulta fundamental para la efectividad del principio 

de transparencia y del deber de selección objetiva del contratista, el pliego 

determina, desde el comienzo, las condiciones claras, expresas y concretas 

que revelan las especificaciones jurídicas, técnicas y económicas, a que se 

someterá el correspondiente contrato. Los pliegos de condiciones forman parte 
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esencial del contrato; son la fuente de derechos y obligaciones de las partes y 

elemento fundamental para su interpretación e integración, pues contienen la 

voluntad de la administración a la que se someten los proponentes durante la 

licitación y el oferente favorecido durante el mismo lapso y, más allá, durante la vida 

del contrato. En cuanto a la elaboración del pliego, la Sala ha precisado que la 

entidad licitante tiene a cuenta suya la carga de claridad y precisión dispuesta, entre 

otras normas legales, en el artículo 24, numeral 5, literales b, c y e de la Ley 80 de 

1993, ya referido, que garantiza la selección transparente y objetiva del contratista.” 

(Subrayado y negrilla fuera de texto) 

De igual forma como se ha mencionado anteriormente con la carta de presentación de la 

oferta los proponentes manifiestan conocer los documentos del proceso, sus adendas, y 

Aceptan los requisitos en ellos contenidos. 

Finalmente, respecto a la mencionada nulidad del proceso de selección respecto a las 

respuestas a las observaciones extemporáneas, es preciso en primer lugar, recordar que 

la instancia para alegar y reconocer una nulidad del proceso de selección es ante la 

Jurisdicción, y en segunda medida, no se puede perder de vista la jurisprudencia del 

Consejo de Estado al indicar en Sentencia Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Subsección B, Consejera ponente: Ruth Stella Correa Palacio, Radicación 

número: 08001-23-31-000-1996-01886-01(22089) que expresa al respecto que:  

 

“(…) Reitera la jurisprudencia según la cual cuando se demanda la nulidad de la 

decisión de adjudicación de la administración y el pago de perjuicios, el oferente 

demandante que se considere con derecho a resultar adjudicatario, deberá 

demostrar: i) el vicio de ilegalidad de la decisión y ii) que su propuesta es la 

mejor, lo que hace indispensable que el proponente desfavorecido, que se 

siente lesionado en su interés jurídico y demanda, sea celoso de la 

observancia de la carga procesal y probatoria que implica acreditar en forma 

concurrente estos aspectos. (…) En conclusión, la legalidad del acto frente al 

actor no se debilitó, porque no se aportó la prueba que permita inferir que su 

propuesta merecía ser, de acuerdo con los criterios objetivos de selección, la 

adjudicataria, por cumplir con todos los requisitos de los pliegos de condiciones y 

haber obtenido la mejor evaluación, motivo por cual la Sala revocará la sentencia 

del a quo, en cuanto accedió a las pretensiones de la demanda” (Negrilla fuera de 

texto) 

 

Aunado a lo anterior, en lo expuesto por el oferente no se reúnen ni siquiera los 

presupuestos procesales para el análisis de viabilidad o no de lo manifestado. 

 

En la sentencia ibidem se debe resaltar que además se hace referencia  

 

“(…) El numeral 2 del artículo 24 ibidem, tiene el claro propósito de que quienes 

participen en el proceso de selección por licitación pública, tengan la oportunidad de 

conocer y controvertir los informes de evaluación que se emitan en relación con sus 

propuestas, en el evento en que consideren que presentan errores, deficiencias o 

equivocaciones que les perjudique e incidan en el orden de elegibilidad; es decir, 

garantiza su derecho de defensa y contradicción en este tipo de actuaciones 

administrativas, a la par que evita situaciones de secreto o clandestinidad durante 

el proceso de selección y sirve de instrumento de purificación en la toma de la 

decisión por parte de la Administración, pues aquéllos, a través de la formulación de 

observaciones, pueden advertir circunstancias que hubiesen pasado 

desapercibidas, en aras de contribuir a que se respete la legalidad de la 

adjudicación. 

 

Sin embargo, en el aparte segundo del numeral 8 del artículo 30 de la Ley 80 

de 1993, también se establece la regla según la cual la propuesta una vez 

presentada por el licitador es inmodificable. En efecto, con posterioridad al cierre 

de la licitación, en la etapa en que los informes de evaluación de las propuestas 

permanecen en la secretaría de la entidad durante el término de 5 días hábiles, con 

el fin de que los proponentes presenten las observaciones que estimen pertinentes, 
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éstos no podrán modificar, complementar o mejorar sus ofrecimientos, regla 

prohibitiva que es desarrollo del principio de igualdad que rige en la licitación pública. 

 

Como explica Sayagués “después de presentadas las propuestas, queda 

perfectamente determinada la posición de cada licitante y también de la 

Administración. Aquéllos no pueden modificar sus propuestas ni mejorarlas, 

ni retirarlas (…). No es posible modificar las propuestas posteriormente a su 

presentación, porque de lo contrario desaparecería totalmente la igualdad que 

debe existir entre todos los licitantes. En realidad desaparecería la licitación 

como garantía para los particulares y para la Administración, transformándose el 

procedimiento en una serie de tratativas privadas, pues los proponentes perdidosos 

no titubearían en modificar y mejorar sus ofertas con tal de conseguir el suministro 

o la obra.”1 (…) 

 

Por manera que la regla sobre la inalterabilidad de las propuestas y su carácter 

vinculante, está consagrada con el fin de garantizar la igualdad de todos los 

licitantes, la cual se vería quebrantada o desconocida si se aceptase a un 

proponente modificaciones a su propuesta posteriores al cierre del plazo 

fijado para su presentación y una vez se ha procedido a su apertura, dado que 

con esa práctica se pondría en desventaja a los otros proponentes que con diligencia 

y en tiempo oportuno confeccionaron sus ofrecimientos y que en consecuencia 

tienen el derecho a que no se modifiquen las propuestas de los demás 

 

Ahora bien, lo anterior no impide que se puedan hacer aclaraciones a las propuestas 

bien porque la administración las solicite en la etapa de evaluación de las mismas, 

ora porque las realicen los oferentes en la etapa dispuesta para las observaciones 

a los informes de evaluación, pero siempre y cuando verse sobre aspectos 

meramente formales o adjetivos o que en todo caso no comporten una variación o 

corrección del fondo de la propuesta a favor de quien las presenta y en detrimento 

de la posición de los demás proponentes en la evaluación, esto es, sujetas a 

condición de que con las mismas no se altere de manera sustancial la información 

inicialmente suministrada y la situación de los oferentes en el proceso de licitación. 

 

Por eso, como es posible que por vía aclaratoria los proponentes intenten 

modificar o mejorar sus ofertas, hay que distinguir entre las simples 

aclaraciones de las propuestas y las modificaciones a éstas; las primeras son 

los medios para que se pueda hacer perceptible, manifiesto, explícito o 

inteligible algún aspecto confuso de la propuesta, sin implicar una 

complementación, adición, modificación o mejora de dicho aspecto, que es 

precisamente en lo que consisten las segundas. 

 

En síntesis, por regla general, las modificaciones de las propuestas ulteriores 

al cierre de la licitación son inadmisibles y deben ser rechazadas por la 

administración, so pena de vulnerar los principios de igualdad y 

transparencia, pero ello no obsta para que se puedan considerar aclaraciones 

que no las alteren sustancialmente. (…)”2 (Negrilla fuera de texto) 

 

Asimismo, y como se mencionó previamente, en la verificación de las propuestas, el comité 

evaluador se percató que ocho de los oferentes fueron cuidadosos con la presentación de 

sus ofertas de acuerdo con las condiciones establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo 

permitir la habilitación de aquellos que no cumplieron con esta regla establecida en el pliego 

de condiciones definitivo, el cual, como se mencionó anteriormente, no presenta 

ambigüedades y no admite interpretaciones distintas a su literalidad. 

Dicho razonamiento, se basa en garantizar el principio de selección objetiva, 
respecto a la evaluación de la oferta económica, el cual tal y como lo señala la 

                                                           
1 Sayagués Laso, Enrique, La Licitación Pública, Editorial IB de F, Montevideo-Buenos Aires, 2005, reimpresión 
del texto original de 1940, págs. 146-147. 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Magistrado Ponente Daniel 
Suarez Hernández, Expediente 12344 del 3 de mayo de 1999 
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Agencia Nacional de Contratación Publica Colombia Compra Eficiente en concepto 
C – 059 de 2021, busca que: 

  
“[…] la entidad que adjudique el contrato al oferente con la propuesta más favorable, 
la norma define este concepto como la propuesta más ventajosa, luego de ponderar 
los factores técnicos y económicos. Así las cosas, para que la entidad pueda 
determinar cuál es la oferta que más ventaja le reporta, lo lógico es que la 
comparación de precios se haga sobre los que finalmente tendrá que pagar, es 
decir, no puede realizarse una ponderación adecuada, en el factor económico, 
si la entidad compara precios que no son reales, pues ello es lo que ocurre si 
en dicha comparación se toman precios que no serán los que finalmente 
pagará, porque no se encuentra incluido el IVA o cualquier otro impuesto.  

El principio de selección objetiva, antes que permitir que la entidad compare las 
ofertas económicas sin tener en cuenta el IVA, busca que la comparación se haga 
sobre la realidad de lo ofrecido por cada proponente, es decir, el valor total de 
lo que terminará pagando la entidad cuando adjudique el contrato…”   (negrilla 
y subrayado fuera de texto) 

 
En el concepto en mención, se resalta el alcance del principio de igualdad en el ámbito de 
la contratación pública, en el cual se aduce:  
 

“[…] En el ámbito de la contratación pública, la igualdad se materializa a través 

del equilibrio de todos los oferentes frente al proceso de selección, desde la 

exigencia de los requisitos estipulados en los pliegos de condiciones, en la 

calificación de sus ofertas y en su selección. La igualdad en los procesos de 

contratación supone que las condiciones a las que se enfrentan los 

proponentes sean las mismas para todos y que la oferta adjudicada sea la más 

favorable a la entidad.  

Por ello el Consejo de Estado ha determinado que la aplicación del principio de 

igualdad en la contratación pública materializa otros principios de similar 

importancia como la selección objetiva y la transparencia:  

 
La igualdad de los licitadores, presupuesto fundamental que garantiza la 
selección objetiva y desarrolla el principio de transparencia que orienta la 
contratación estatal, se traduce en la identidad de oportunidades dispuesta 
para los sujetos interesados en contratar con la Administración. Y la sujeción 
estricta al pliego de condiciones es un principio fundamental del proceso 
licitatorio, que desarrolla la objetividad connatural a este procedimiento, en 
consideración a que el pliego es fuente principal de los derechos y obligaciones 
de la administración y de los proponentes…” 3 

 

En conclusión, no se puede poner en desventaja a los proponentes que con diligencia y en 

tiempo oportuno confeccionaron sus ofrecimientos, permitiendo modificar aspectos 

sustanciales como ya se mencionó de la oferta de servicios de vigilancia y seguridad privada 

lo que iría en contravía del articulo ARTÍCULO 5. De la selección objetiva. PARÁGRAFO 1. 

de la ley 1882 de 2018, ya que no correspondería a una aclaración sino a un mejoramiento 

y alteración de la propuesta.  

2. COSEQUIN LTDA 

                                                           
3 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 19 de julio de 2001. Rad. 1996-3771-01 (12.037). C.P. 
Alier Eduardo Hernández Enríquez. 
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RESPUESTA:  

Respecto, a los documentos acreditados para la subsanabilidad de requisitos habilitantes, 

el Comité Estructurador y Evaluador se permite indicar que la respuesta a las mismas se 

vera reflejada en el informe final de evaluación en la cual se indica: 

“(…) SUBSANACIÓN: El proponente allegó certificación de la Empresa CLARO, 

donde certifican que tienen vinculo comercial con COSEQUIN LTDA, desde el año 
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2015 y que actualmente, se cuenta con 75 líneas activas vigentes; En ese sentido 

el proponente cumple con lo señalado en el numeral 5.5.3 MEDIOS DE 

COMUNICACIÓN DEL PLIEGO DE CONDICIONES.” 

Ahora bien, con relación a la observación presentada frente al rechazo de su propuesta, la 

Entidad se permite indicar lo siguiente:  

Vale la pena recordar que en el pliego de condiciones, se consignan un conjunto de reglas 

para definir el procedimiento de selección objetiva del contratista, se concluye entonces 

que, el pliego constituye el reglamento del proceso de contratación, por lo tanto y al ser el 

SECOP II una plataforma transaccional, tiene pliegos electrónicos para cada una de las 

modalidades de selección contempladas en la normativa del sistema de compra pública, 

compuestos por dos partes: i) un formulario con campos tipo y ii) una sección para adjuntar 

documentos, para tal efecto, es pertinente hacer énfasis en el argumento expuesto por la 

Agencia Nacional de Contratación Publica Colombia Compra Eficiente, en el cual manifiesta 

el alcance de la plataforma transaccional. 

“[…]Los formularios de los pliegos electrónicos abarcan la mayoría de los contenidos 

mínimos que debe contener un pliego de condiciones, con excepción del análisis de 

riesgos, las causales de rechazo, la minuta del contrato y los términos supervisión o 

interventoría entre otros, los cuales, al igual que los demás componentes que la 

entidad estatal considere conveniente incluir en su autonomía, pueden incluirse en 

la sección para adjuntar documentos, los cuales hacen parte integral del proceso. 

 No obstante lo anterior, es posible que la entidad estatal al diligenciar el pliego de 

condiciones o invitación electrónica en el SECOP II establezca en el mismo 

formulario digital todas las condiciones y requisitos para contratar con el Estado, sin 

necesidad de proyectar un documento adjunto adicional que contenga nuevamente 

la información y condiciones del Proceso de Contratación, pues en todo caso, el 

objetivo de la plataforma en este punto es que no se presente duplicidad en el 

contenido de estas dos partes…” 

Los formularios de los pliegos electrónicos abarcan la mayoría de los 

contenidos mínimos que debe contener un pliego de condiciones, con 

excepción del análisis de riesgos, las causales de rechazo, la minuta del 

contrato y los términos supervisión o interventoría entre otros, los cuales, al 

igual que los demás componentes que la entidad estatal considere 

conveniente incluir en su autonomía, pueden incluirse en la sección para 

adjuntar documentos, los cuales hacen parte integral del proceso. (negrilla y 

subrayada fuera del texto original) Respuesta a consulta # 4201912000006563 del 

07 de noviembre de 2019 

Por lo anterior el pliego electrónico del proceso establece los contenidos mínimos del pliego 

de condiciones y para aquellos contenidos que no se encuentran incluidos en la interfaz de 

la plataforma, contiene la opción de agregar documentos como parte integral del 

expediente; en ese sentido, bajo la premisa que no puede haber duplicidad de expedientes, 

se tomó la prevención por parte de la entidad de señalar en la adenda 1 de manera taxativa: 

el proponente deberá ofertar en la pregunta tipo lista de precios en el SECOP II, el valor del 

presupuesto estimado por para la prestación del servicio de vigilancia y seguridad privada 

y deberá adjuntar el formato Excel dispuesto por la entidad para los servicios 

personales de Vigilancia, los cuales deberán tener correspondencia respecto el valor 

ofertado en el formato y el valor consignado en la plataforma SECOP II. Ahora bien, 

respecto a esta circunstancia, se reitera que la entidad tiene la potestad de configurar las 

condiciones del proceso, en observancia de su necesidad, de tal forma que, la regla 

establecida no va en contra de los preceptos legales, por el contrario, se adapta a los 

objetivos planteados con la implementación del SECOP II, en razón a que no es viable que 

se presenten valores diferentes en el formato de oferta económica y valor de la lista de 

precios del pliego electrónico, pues no tendría sentido dicha discrepancia, dado que el 

expediente contractual integra los anexos que se publican en el pliego electrónico del 

proceso.  

Finalmente, se reitera que la entidad debe dar un trato igualitario a todos los proponentes, 

en ese sentido, bajo la premisa que la adenda es clara en señalar que se debía consignar 

en la pregunta tipo de lista de precios el mismo valor ofertado en el formato de oferta 

económica, a tal punto que de veinte (20) proponentes que se presentaron el 90% de los 
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mismos lo realizaron de forma adecuada el cuestionario de la pregunta lista de precios, 

conforme a lo señalado en la adenda del proceso.  

3. UNION TEMPORAL AT RAMA ARMENIA 
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RESPUESTA:  

En primera medida, respecto al supuesto error en el que la Entidad hizo incurrir al 

proponente respecto al incremento del 6% de la póliza de seguro colecto, es imperativo 

resaltar que la entidad fue respetuosa y garantista del principio de publicidad que predica 

el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La Entidad 

Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos 

administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del Proceso de 

Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen en bolsa de productos no 

tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad Estatal está obligada a publicar 

oportunamente el aviso de convocatoria o la invitación en los Procesos de Contratación de 

mínima cuantía y el proyecto de pliegos de condiciones en el SECOP para que los 

interesados en el Proceso de Contratación puedan presentar observaciones o solicitar 

aclaraciones en el término previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente 

decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II desde 

el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la oportunidad de hacer 

las observaciones a los documentos del proceso dentro de los plazos legalmente 

establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe precontractual por 

parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la Administración la cual se extiende 

a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de evidenciarlo, acerca de la posible 

existencia de irregularidades, omisiones, anomalías o inexactitudes acaecidas durante el 

agotamiento de las etapas del procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el 

enderezamiento de alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o 

evitar que la elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; 

No obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte de 

los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios personales 

de vigilancia, las cuales como ya se mencionó previamente debían ser atendidas por la 

entidad así fueran extemporáneas.  

Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de condiciones no 

solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la bondad de la etapa de 

observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de condiciones, la cual no es otra 

que garantizar el principio de transparencia dentro del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció el 

principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación expresa en el 

artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha relación con el de 

publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según el artículo 209 

constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 se estableció la 

facultad de los interesados para realizar y/o presentar observaciones, como un mecanismo 

para controvertir algunas de las decisiones adoptadas por las entidades estatales en el 

marco de sus actuaciones públicas, en particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 
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[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o 

adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento 

de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que 

las contengan estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación 

el ejercicio del derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución 

Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que regula 

la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció ciertas reglas 

en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para precisar el contenido y 

alcance de los pliegos de condiciones y asignación de riesgos. De esta manera, se señaló 

que como resultado de lo debatido en la audiencia se realizarán las modificaciones a que 

haya lugar frente a los pliegos de condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro 

del plazo de la licitación, cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 

contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado y publicará en 

el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º del mismo artículo, respecto de 

los informes de evaluación de las propuestas, estableció que los mismos «[…] permanecerán en la 

secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten 

las observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa 

Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al principio 

de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, no solo porque 

dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos que hacen parte integral 

del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las observaciones planteadas por los 

interesados en el proceso, para lo cual es menester resaltar que no hubo pronunciamiento 

de los interesados en el proceso respecto a la determinación y contenido del presupuesto 

oficial en  las observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en 

la audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los pliegos 

definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de la 

contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en ese sentido 

en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de contenido sustancial frente 

al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que para la presentación de su propuesta 

los oferentes tuvieron que tener en cuenta la estructuración del estudio del mercado como 

parte integral del proceso de selección y como elemento fundante de la elaboración del 

formato de oferta económica por parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes manifiestan 

conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los requisitos en ellos 

contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y decisiones del proceso de 

contratación. 

Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que ocho de 

los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las condiciones 

establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no 

cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto en 

sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, Consejero Ponente 

José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que si bien 

es responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de planeación realizar 
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una adecuada estructuración de tales procesos, se subraya que en su elaboración definitiva 

está inscrita la huella e impronta de los particulares y potenciales interesados, quienes 

concurren en las etapas de publicidad a perfilar los elementos finales del proyecto de 

contrato, lo que si bien no los hace responsables por las falencias inadvertidas de ellos, 

tampoco excluye que en su contra se puedan elaborar premisas de corresponsabilidad, ni 

que por esta vía se configure una patente que autorice, en casos así, beneficiarse de los 

errores propios por evidente falta de diligencia y desconocimiento del principio de buena fe 

en la actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

En segunda medida, en lo que respecta a la aplicación de la corrección aritmética la entidad 

señala que: 

En el pliego de condiciones definitivo numeral 1.13 PROCEDIMIENTO PARA CORRECIÓN 

DE ERRORES ARITMETICOS, se indico de manera taxativa que: “(…) si existen errores 

en el producto de las operaciones aritméticas de los precios de la misma, caso en el 

cual la Entidad hará las correcciones correspondientes” (Negrilla y subrayado fuera de 

texto). De lo anterior, se puede concluir que, solo hay lugar a realizar la corrección aritmética 

cuando hay errores en el producto de las operaciones aritmética de los precios, pero en el 

caso en particular, el proponente esta solicitando la modificación de cantidades y de 

información que presenta error en el diligenciamiento del formato de propuesta económica. 

En este sentido Colombia Compra Eficiente dio respuesta a consulta # 4201912000007509, 

con asunto: Elaboración de propuesta económica y corrección aritmética, en la que se 

expresa que:  

“(…) cuando el numeral 5 del artículo 2.2.1.1.2.1.3. del Decreto 1082 de 2015 

prevé que dentro de los pliegos de condiciones se incluyan las reglas 

aplicables a la presentación de las ofertas y su evaluación, adicional a lo 

señalado en los argumentos expuestos en el numeral previo, la entidad puede 

definir en cuáles eventos procede la corrección aritmética y bajo qué 

condiciones. En este sentido, las correcciones aritméticas pueden versar sobre 

aproximaciones o ajustes a cifras enteras que tienen decimales, o la verificación de 

todas las operaciones aritméticas que se presenten en la oferta. En cualquier 

evento, la entidad debe realizar las correcciones aritméticas sobre los 

ofrecimientos del proponente, es decir, sobre los valores registrados para los 

diferentes ítems, con el fin de obtener el valor real ofertado.” (Negrilla y 

subrayado fuera de texto) 

Es importante resaltar que la Entidad en el numeral 4. ANÁLISIS TÉCNICO Y ECONÓMICO 

QUE SOPORTA EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO del documento de estudio 

previos, incluyo lo determinado en el artículo 2.2.1.1.2.1.1. del Decreto 1082 de 2015; 

respecto al valor del contrato, señala el artículo citado, en el numeral 4, que la entidad debe 

incluir en los estudios y documentos previos “el valor estimado del contrato y la justificación 

del mismo. Cuando el valor del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad 

Estatal debe incluir la forma como los calculó y soportar sus cálculos de presupuesto en la 

estimación de aquellos”. Es decir, al estructurar el procedimiento de contratación se debe 

justificar la manera como definió el valor del presupuesto oficial, para lo cual debe señalar, 

por ejemplo, en el caso en el particular la Entidad en dicho numeral explico de manera 

expresa, clara y oportuna como se había calculado el presupuesto oficial, y del cual se 

desprende la forma cómo se calculó el valor de la prima de seguro colectivo, la cual se 

encuentra formulada tomando el promedio de la prima de seguro colectivo determinado por 

la Entidad y posteriormente, multiplicada por el numero de guardas, es entonces que, con 

la publicidad de dicha información los proponentes tuvieron pleno conocimiento del 

procedimiento aplicado por la Entidad para calcular el presupuesto oficial, adicionalmente, 

se encontraba publicado desde el mes de octubre en el SECOP II, con el fin de que los 

eventuales proponentes pudieran realizar las estimaciones correspondientes, bien sea para 

presentar observaciones al procedimiento de contratación, por considerar que el 

presupuesto no es suficiente para cubrir el costo de los bienes o servicios a adquirir, alertar 

de posibles errores o para decidir si se presenta oferta al procedimiento de selección. 

Por otra parte, es importante traer a colación lo manifestado en sentencia 12663 del 18 de 

octubre de 2000, Sección tercera del Consejo de Estado mediante sentencia C.P MARIA 

ELENA GIRALDO GOMEZ, en la cual se manifestó:  

“[…] La corrección aritmética fue prevista, interpretando su contenido y finalidad, de 

la manera y limitante siguientes: Cuando el oferente en el análisis de precios 
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unitarios, al multiplicar el dato de precio unitario por las cantidades obtenga un 

dato equivocado, la Administración podrá corregirlo, efectuando la operación 

correcta; los errores aritméticos no podrán, o por aumento o por disminución, 

sobrepasar un 5% del valor de la propuesta. La Administración no podrá jamás 

corregir el dato de precio unitario…”  

A la luz de la providencia anterior, es claro que como ya se ha resaltado, la corrección 

aritmética aplica respecto al yerro en el resultado de la operación numérica, sin variar o 

alterar los elementos numéricos o valores unitarios de los que se compone o que sirven 

para practicarla alterando el resultado de la misma, pues con esta corrección la 

administración estaría incurriendo en la alterabilidad de la oferta económica, poniendo en 

ventaja a los proponentes que incurrieron en el error sobre los que si fueron diligentes y 

oportunos con el diligenciamiento de su propuesta.  

Finalmente, con relación a la subsanabilidad de la propuesta económica, es precio resaltar 

que el requisito 6.2 EVALUACIÓN ECONÓMICA A) SERVICIO DE VIGILANCIA Y 

SEGURIDAD PRIVADA el cual se encuentra dentro del CAPITULO VI - CRITERIOS PARA 

SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE, es entonces que no se debe examinar 

individualmente solo como un requisito habilitante por los motivos que se exponen, en la 

medida que claramente se puede evidenciar que se encontraba dentro del componente 

ponderable. Pese a que la entidad establecida que no otorgaría puntaje es un criterio que 

sirve como comparación entre las ofertas  

Así mismo, las condiciones y reglas  para la presentación de este requisito han estado 

definidas de manera clara desde la publicación del proyecto de pliego de condiciones y, 

posteriormente, en el pliego de condiciones definitivo, siendo estas condiciones de carácter 

vinculante y evidentemente de obligatorio cumplimiento tanto para los proponentes como 

para la entidad, los cuales deben ceñirse a su contenido y no hay lugar a que las partes 

empleen criterios diferentes o cambien requisitos que no fueron definidos en los pliegos, 

este principio se refuerza especialmente cuando la redacción es precisa y no deja lugar a 

interpretaciones más allá de lo establecido. 

“POR ESTA OFERTA NO SE OTORGARÁ PUNTAJE ALGUNO, NO OBSTANTE, EN 

CASO DE OFERTAR VALORES DIFERENTES A LOS DETERMINADOS POR LA 

ENTIDAD, SERÁ CAUSAL DE RECHAZO DE LA OFERTA.” 

Esta nota se basa en el principio de autonomía que las entidades tienen al elaborar los 

pliegos de condiciones  y la discrecionalidad con la que, por regla general, cuentan para 

configurar el contenido del pliego de condiciones están autorizadas para incluir las reglas 

que consideren adecuadas tal como se hizo dentro del presente proceso considerando la 

relevancia de la oferta de servicios de vigilancia como componente integral de la propuesta 

económica, este aspecto se constituye como un elemento esencial para la adecuada 

comparación entre las distintas ofertas, por lo cual se estructuro la causal de rechazo 

mencionada la cual  no recibió ninguna objeción por parte de los interesados. 

En sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Magistrado Ponente Daniel Suarez Hernández, Expediente 12344 del 3 de mayo 

de 1999 por medio de la cual se define el pliego de condiciones como: 

 

“(…) El pliego de condiciones está definido como el reglamento que disciplina el 

procedimiento licitatorio de selección del contratista y delimita el contenido y alcance 

del contrato. Es un documento que establece una preceptiva jurídica de 

obligatorio cumplimiento para la administración y el contratista, no sólo en la 

etapa precontractual sino también en la de ejecución y en la fase final del 

contrato. Si el proceso licitatorio resulta fundamental para la efectividad del principio 

de transparencia y del deber de selección objetiva del contratista, el pliego 

determina, desde el comienzo, las condiciones claras, expresas y concretas 

que revelan las especificaciones jurídicas, técnicas y económicas, a que se 

someterá el correspondiente contrato. Los pliegos de condiciones forman parte 

esencial del contrato; son la fuente de derechos y obligaciones de las partes y 

elemento fundamental para su interpretación e integración, pues contienen la 

voluntad de la administración a la que se someten los proponentes durante la 

licitación y el oferente favorecido durante el mismo lapso y, más allá, durante la vida 
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del contrato. En cuanto a la elaboración del pliego, la Sala ha precisado que la 

entidad licitante tiene a cuenta suya la carga de claridad y precisión dispuesta, entre 

otras normas legales, en el artículo 24, numeral 5, literales b, c y e de la Ley 80 de 

1993, ya referido, que garantiza la selección transparente y objetiva del contratista.” 

(Subrayado y negrilla fuera de texto) 

De igual forma como se ha mencionado anteriormente con la carta de presentación de la 

oferta los proponentes manifiestan conocer los documentos del proceso, sus adendas, y 

Aceptan los requisitos en ellos contenidos. 

Finalmente, respecto a la mencionada nulidad del proceso de selección respecto a las 

respuestas a las observaciones extemporáneas, es preciso en primer lugar, recordar que 

la instancia para alegar y reconocer una nulidad del proceso de selección es ante la 

Jurisdicción, y en segunda medida, no se puede perder de vista la jurisprudencia del 

Consejo de Estado al indicar en Sentencia Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Subsección B, Consejera ponente: Ruth Stella Correa Palacio, Radicación 

número: 08001-23-31-000-1996-01886-01(22089) que expresa al respecto que:  

 

“(…) Reitera la jurisprudencia según la cual cuando se demanda la nulidad de la 

decisión de adjudicación de la administración y el pago de perjuicios, el oferente 

demandante que se considere con derecho a resultar adjudicatario, deberá 

demostrar: i) el vicio de ilegalidad de la decisión y ii) que su propuesta es la 

mejor, lo que hace indispensable que el proponente desfavorecido, que se 

siente lesionado en su interés jurídico y demanda, sea celoso de la 

observancia de la carga procesal y probatoria que implica acreditar en forma 

concurrente estos aspectos. (…) En conclusión, la legalidad del acto frente al 

actor no se debilitó, porque no se aportó la prueba que permita inferir que su 

propuesta merecía ser, de acuerdo con los criterios objetivos de selección, la 

adjudicataria, por cumplir con todos los requisitos de los pliegos de condiciones y 

haber obtenido la mejor evaluación, motivo por cual la Sala revocará la sentencia 

del a quo, en cuanto accedió a las pretensiones de la demanda” (Negrilla fuera de 

texto) 

 

Aunado a lo anterior, en lo expuesto por el oferente no se reúnen ni quiera los presupuestos 

procesales para el análisis de viabilidad o no de lo manifestado. 

 

En la sentencia ibidem se debe resaltar que además se hace referencia  

 

“(…) El numeral 2 del artículo 24 ibidem, tiene el claro propósito de que quienes 

participen en el proceso de selección por licitación pública, tengan la oportunidad de 

conocer y controvertir los informes de evaluación que se emitan en relación con sus 

propuestas, en el evento en que consideren que presentan errores, deficiencias o 

equivocaciones que les perjudique e incidan en el orden de elegibilidad; es decir, 

garantiza su derecho de defensa y contradicción en este tipo de actuaciones 

administrativas, a la par que evita situaciones de secreto o clandestinidad durante 

el proceso de selección y sirve de instrumento de purificación en la toma de la 

decisión por parte de la Administración, pues aquéllos, a través de la formulación de 

observaciones, pueden advertir circunstancias que hubiesen pasado 

desapercibidas, en aras de contribuir a que se respete la legalidad de la 

adjudicación. 

 

Sin embargo, en el aparte segundo del numeral 8 del artículo 30 de la Ley 80 

de 1993, también se establece la regla según la cual la propuesta una vez 

presentada por el licitador es inmodificable. En efecto, con posterioridad al cierre 

de la licitación, en la etapa en que los informes de evaluación de las propuestas 

permanecen en la secretaría de la entidad durante el término de 5 días hábiles, con 

el fin de que los proponentes presenten las observaciones que estimen pertinentes, 

éstos no podrán modificar, complementar o mejorar sus ofrecimientos, regla 

prohibitiva que es desarrollo del principio de igualdad que rige en la licitación pública. 

 

Como explica Sayagués “después de presentadas las propuestas, queda 

perfectamente determinada la posición de cada licitante y también de la 
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Administración. Aquéllos no pueden modificar sus propuestas ni mejorarlas, 

ni retirarlas (…). No es posible modificar las propuestas posteriormente a su 

presentación, porque de lo contrario desaparecería totalmente la igualdad que 

debe existir entre todos los licitantes. En realidad desaparecería la licitación 

como garantía para los particulares y para la Administración, transformándose el 

procedimiento en una serie de tratativas privadas, pues los proponentes perdidosos 

no titubearían en modificar y mejorar sus ofertas con tal de conseguir el suministro 

o la obra.”4 (…) 

 

Por manera que la regla sobre la inalterabilidad de las propuestas y su carácter 

vinculante, está consagrada con el fin de garantizar la igualdad de todos los 

licitantes, la cual se vería quebrantada o desconocida si se aceptase a un 

proponente modificaciones a su propuesta posteriores al cierre del plazo 

fijado para su presentación y una vez se ha procedido a su apertura, dado que 

con esa práctica se pondría en desventaja a los otros proponentes que con diligencia 

y en tiempo oportuno confeccionaron sus ofrecimientos y que en consecuencia 

tienen el derecho a que no se modifiquen las propuestas de los demás 

 

Ahora bien, lo anterior no impide que se puedan hacer aclaraciones a las propuestas 

bien porque la administración las solicite en la etapa de evaluación de las mismas, 

ora porque las realicen los oferentes en la etapa dispuesta para las observaciones 

a los informes de evaluación, pero siempre y cuando verse sobre aspectos 

meramente formales o adjetivos o que en todo caso no comporten una variación o 

corrección del fondo de la propuesta a favor de quien las presenta y en detrimento 

de la posición de los demás proponentes en la evaluación, esto es, sujetas a 

condición de que con las mismas no se altere de manera sustancial la información 

inicialmente suministrada y la situación de los oferentes en el proceso de licitación. 

 

Por eso, como es posible que por vía aclaratoria los proponentes intenten 

modificar o mejorar sus ofertas, hay que distinguir entre las simples 

aclaraciones de las propuestas y las modificaciones a éstas; las primeras son 

los medios para que se pueda hacer perceptible, manifiesto, explícito o 

inteligible algún aspecto confuso de la propuesta, sin implicar una 

complementación, adición, modificación o mejora de dicho aspecto, que es 

precisamente en lo que consisten las segundas. 

 

En síntesis, por regla general, las modificaciones de las propuestas ulteriores 

al cierre de la licitación son inadmisibles y deben ser rechazadas por la 

administración, so pena de vulnerar los principios de igualdad y 

transparencia, pero ello no obsta para que se puedan considerar aclaraciones 

que no las alteren sustancialmente. (…)”5 (Negrilla fuera de texto) 

 

Asimismo, y como se mencionó previamente, en la verificación de las propuestas, el comité 

evaluador se percató que ocho de los oferentes fueron cuidadosos con la presentación de 

sus ofertas de acuerdo con las condiciones establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo 

permitir la habilitación de aquellos que no cumplieron con esta regla establecida en el pliego 

de condiciones definitivo, el cual, como se mencionó anteriormente, no presenta 

ambigüedades y no admite interpretaciones distintas a su literalidad. 

Dicho razonamiento, se basa en garantizar el principio de selección objetiva, 
respecto a la evaluación de la oferta económica, el cual tal y como lo señala la 
Agencia Nacional de Contratación Publica Colombia Compra Eficiente en concepto 
C – 059 de 2021, busca que: 

  
“[…] la entidad que adjudique el contrato al oferente con la propuesta más favorable, 
la norma define este concepto como la propuesta más ventajosa, luego de ponderar 
los factores técnicos y económicos. Así las cosas, para que la entidad pueda 
determinar cuál es la oferta que más ventaja le reporta, lo lógico es que la 

                                                           
4 Sayagués Laso, Enrique, La Licitación Pública, Editorial IB de F, Montevideo-Buenos Aires, 2005, reimpresión 
del texto original de 1940, págs. 146-147. 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Magistrado Ponente Daniel 
Suarez Hernández, Expediente 12344 del 3 de mayo de 1999 
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comparación de precios se haga sobre los que finalmente tendrá que pagar, es 
decir, no puede realizarse una ponderación adecuada, en el factor económico, 
si la entidad compara precios que no son reales, pues ello es lo que ocurre si 
en dicha comparación se toman precios que no serán los que finalmente 
pagará, porque no se encuentra incluido el IVA o cualquier otro impuesto.  

El principio de selección objetiva, antes que permitir que la entidad compare las 
ofertas económicas sin tener en cuenta el IVA, busca que la comparación se haga 
sobre la realidad de lo ofrecido por cada proponente, es decir, el valor total de 
lo que terminará pagando la entidad cuando adjudique el contrato…”   (negrilla 
y subrayado fuera de texto) 

 
En el concepto en mención, se resalta el alcance del principio de igualdad en el ámbito de 
la contratación pública, en el cual se aduce:  
 

“[…] En el ámbito de la contratación pública, la igualdad se materializa a través 

del equilibrio de todos los oferentes frente al proceso de selección, desde la 

exigencia de los requisitos estipulados en los pliegos de condiciones, en la 

calificación de sus ofertas y en su selección. La igualdad en los procesos de 

contratación supone que las condiciones a las que se enfrentan los 

proponentes sean las mismas para todos y que la oferta adjudicada sea la más 

favorable a la entidad.  

Por ello el Consejo de Estado ha determinado que la aplicación del principio de 

igualdad en la contratación pública materializa otros principios de similar 

importancia como la selección objetiva y la transparencia:  

 
La igualdad de los licitadores, presupuesto fundamental que garantiza la 
selección objetiva y desarrolla el principio de transparencia que orienta la 
contratación estatal, se traduce en la identidad de oportunidades dispuesta 
para los sujetos interesados en contratar con la Administración. Y la sujeción 
estricta al pliego de condiciones es un principio fundamental del proceso 
licitatorio, que desarrolla la objetividad connatural a este procedimiento, en 
consideración a que el pliego es fuente principal de los derechos y obligaciones 
de la administración y de los proponentes…” 6 

 

En conclusión, no se puede poner en desventaja a los proponentes que con diligencia y en 

tiempo oportuno confeccionaron sus ofrecimientos, permitiendo modificar aspectos 

sustanciales como ya se mencionó de la oferta de servicios de vigilancia y seguridad privada 

lo que iría en contravía del articulo ARTÍCULO 5. De la selección objetiva. PARÁGRAFO 1. 

de la ley 1882 de 2018, ya que no correspondería a una aclaración sino a un mejoramiento 

y alteración de la propuesta.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
6 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 19 de julio de 2001. Rad. 1996-3771-01 (12.037). C.P. 
Alier Eduardo Hernández Enríquez. 
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4. UNION TEMPORAL NH 2023 
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RESPUESTA: 

En primera medida, respecto al supuesto error en el que la Entidad hizo incurrir a los 

proponentes respecto al incremento del 6% de la póliza de seguro colecto, es imperativo 

resaltar que la entidad fue respetuosa y garantista del principio de publicidad que predica 

el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La Entidad 

Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos 

administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del Proceso de 

Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen en bolsa de productos no 

tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad Estatal está obligada a publicar 

oportunamente el aviso de convocatoria o la invitación en los Procesos de Contratación de 

mínima cuantía y el proyecto de pliegos de condiciones en el SECOP para que los 

interesados en el Proceso de Contratación puedan presentar observaciones o solicitar 

aclaraciones en el término previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente 

decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II desde 

el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la oportunidad de hacer 

las observaciones a los documentos del proceso dentro de los plazos legalmente 

establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe precontractual por 

parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la Administración la cual se extiende 

a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de evidenciarlo, acerca de la posible 

existencia de irregularidades, omisiones, anomalías o inexactitudes acaecidas durante el 

agotamiento de las etapas del procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el 

enderezamiento de alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o 

evitar que la elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; 

No obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte de 

los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios personales 

de vigilancia, las cuales como ya se mencionó previamente debían ser atendidas por la 

entidad así fueran extemporáneas.  

Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de condiciones no 

solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la bondad de la etapa de 

observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de condiciones, la cual no es otra 

que garantizar el principio de transparencia dentro del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció el 

principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación expresa en el 
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artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha relación con el de 

publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según el artículo 209 

constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 se estableció la 

facultad de los interesados para realizar y/o presentar observaciones, como un mecanismo 

para controvertir algunas de las decisiones adoptadas por las entidades estatales en el 

marco de sus actuaciones públicas, en particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 

[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o 

adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento 

de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que 

las contengan estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación 

el ejercicio del derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución 

Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que regula 

la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció ciertas reglas 

en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para precisar el contenido y 

alcance de los pliegos de condiciones y asignación de riesgos. De esta manera, se señaló 

que como resultado de lo debatido en la audiencia se realizarán las modificaciones a que 

haya lugar frente a los pliegos de condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro 

del plazo de la licitación, cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 

contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado y publicará en 

el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º del mismo artículo, respecto de 

los informes de evaluación de las propuestas, estableció que los mismos «[…] permanecerán en la 

secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten 

las observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa 

Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al principio 

de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, no solo porque 

dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos que hacen parte integral 

del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las observaciones planteadas por los 

interesados en el proceso, para lo cual es menester resaltar que no hubo pronunciamiento 

de los interesados en el proceso respecto a la determinación y contenido del presupuesto 

oficial en  las observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en 

la audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los pliegos 

definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de la 

contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en ese sentido 

en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de contenido sustancial frente 

al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que para la presentación de su propuesta 

los oferentes tuvieron que tener en cuenta la estructuración del estudio del mercado como 

parte integral del proceso de selección y como elemento fundante de la elaboración del 

formato de oferta económica por parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes manifiestan 

conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los requisitos en ellos 

contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y decisiones del proceso de 

contratación. 

Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que ocho de 

los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las condiciones 
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establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no 

cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto en 

sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, Consejero Ponente 

José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que si bien 

es responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de planeación realizar 

una adecuada estructuración de tales procesos, se subraya que en su elaboración definitiva 

está inscrita la huella e impronta de los particulares y potenciales interesados, quienes 

concurren en las etapas de publicidad a perfilar los elementos finales del proyecto de 

contrato, lo que si bien no los hace responsables por las falencias inadvertidas de ellos, 

tampoco excluye que en su contra se puedan elaborar premisas de corresponsabilidad, ni 

que por esta vía se configure una patente que autorice, en casos así, beneficiarse de los 

errores propios por evidente falta de diligencia y desconocimiento del principio de buena fe 

en la actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

 

Ahora bien, frente a la solicitud de declaratoria de desierto del proceso, la misma no 

es procedente en la medida que actualmente hay proponentes que fueron 

cuidadosos con la presentación de sus propuestas y que se acogieron integralmente 

al presupuesto oficial, por tal motivo no es viable la declaratoria de desierto del 

mismo, dado que no se cumplen los presupuestos que dispone el marco jurídico 

contractual para tomar tal decisión por parte de la entidad, pues a la fecha hay 

diferentes proponentes habilitados que reúnen los requisitos para la selección 

objetiva del contratista.  

Al respecto en sentencia del Consejo De Estado de la Sala De Lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Consejero Ponente: Mauricio 

Fajardo Gómez del 14 de marzo de 2013, Radicación Número: 44001-23-31-000-

1999-00827-01(24059), la cual aduce que:  

“[…] las entidades estatales contratantes no cuentan con facultad legal para declarar 

desierta una licitación por razones diferentes a las expresamente señaladas en la 

ley, se reafirma que en todas aquellas circunstancias en las cuales no se configure 

una específica causal de declaratoria de desierta, la entidad estatal competente 

debe efectuar la adjudicación a la oferta más favorable, tal como lo ha puesto de 

presente la Jurisprudencia de esta Sala…” 

Por lo anterior es claro que, la declaratoria de desierta no puede obedecer a una 

observación de un proponente que no fue favorecido dentro del proceso contractual 

por no estar de acuerdo con el rechazo de su propuesta, cuando en el marco del 

proceso hay otros proponentes que si cumplieron con los requisitos del pliego de 

condiciones con los cuales se puede hacer la escogencia objetiva del contratista.  

Por tal motivo se le recuerda al proponente que el artículo 24.7 de la ley 80 de 1993, 

prevé que “el acto de declaratoria de desierto del proceso de selección debe 

motivarse de forma detallada y precisa y deben señalarse las razones que 

condujeron a esa decisión.” A su vez el artículo 25.18 de la norma en cita, prescribe 

que esta medida extrema únicamente es procedente por motivos o causas que 

impidan la escogencia objetiva del contratista, es decir, que no cualquier falencia u 

omisión en la presentación de las ofertas puede dar lugar a la descalificación. Debe, 

pues, tratarse de defectos que incidan sobre la futura celebración que sean 

determinantes y sustanciales y no simples “detalles” (art 30.9 a 30.12 Ley 80 de 

1993, modificado por el art. 9 Ley 1150 de 2007). Este precepto ratifica que debe 

declararse a través de acto administrativo en el que se señalen expresa y 

detalladamente los motivos de la decisión. 

 

5. UNION TEMPORAL RAMA ARMENIA 2023 
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RESPUESTAS:  

Respecto, a los documentos acreditados para la subsanabilidad de requisitos habilitantes, 

el Comité Estructurador y Evaluador se permite indicar que la respuesta a las mismas se 

verá reflejada en el informe final de evaluación en la cual se indica: 

“5.5.2 LICENCIA DEL MINISTERIO DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN: 

Frente a este requisito se aportó contrato del integrante Nápoles con la Compañía 

Movistar, con el cual se acreditan medios alternos de comunicación. Entretanto, del 

integrante Cosmos, si bien se aporta también un contrato con la misma compañía, 

el mismo no se encuentra firmado, razón por la cual no se le puede dar validez. En 

ese orden, se requiere a la UT proponente para que complete la información 

requerida en este punto conforme a los términos del pliego para el caso de los 

proponentes plurales (párrafo final del numeral); esto es, aportando por el resto de 

las empresas que integran la UT (integrante Cosmos) “certificado donde conste que 

pondrán a disposición de esta entidad medios alternos de comunicación”. 

El integrante Seguridad Cosmos Ldta, aporta contrato firmado y certificación de la 

UT proponente donde consta ademas que pondran medios alternos de 

comunicación y la certificacion del integrante Cosmos Ldta.  OK 

5.5.5 LISTADO O CERTIFICACIÓN DE ARMAS EXPEDIDO POR EL 

DEPARTAMENTO CONTROL COMERCIO DE ARMAS, MUNICIONES Y 

EXPLOSIVOS DE LAS FUERZAS MILITARES. Se aporta listado de armas expedido 

por el Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos de las 

Fuerzas Militares de cada uno de los integrantes de la Unión temporal en el que se 

certifica un número de armas superior al requerido en el pliego de condiciones; no 

obstante, se observa que ambos certificados se encuentran vencidos, pues en los 

mismos se precisa que su validez es de 60 días contados desde la expedición del 

documento; siendo la fecha de expedición de enero y abril respectivamente. En ese 

sentido, se requiere al proponente para que acredite el requisito aportando el 

documento vigente. 

 el proponente adjunta oficio donde informa a la Entidad que la fecha del certificado 

expedido se lee (MES/DIA/AÑO), se verifican los cerficados y efectivamente se 

encuentran VIGENTES   "OK" 

5.5.9 AUTORIZACIÓN DE UNIFORMES Y SIGNOS DISTINTIVOS: Respecto del 

integrante Seguridad Cosmos se aporta resolución por medio de la cual se resuelve 

un recurso y se autoriza modificación de algunas prendas, según los considerandos 

del acto administrativo cuatro piezas. No obstante, no se aportó la resolución donde 

le fue autorizado inicialmente el uso de uniformes, colores y distintivos. En ese 

orden, se requiere a la UT proponente para que complemente la información, 

aportando la resolución anterior a la modificación, que de acuerdo con la información 

consignada en el documento aportado es la Resolución 00862 del 15 de abril de 

2005, a fin de conocer la información completa de los uniformes, colores y distintivos 

que tiene autorizados la empresa Seguridad Cosmos.  
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El Integrante de Seguridad Cosmos aporta la Resolución 00862 del 15 abril de 2005. 

OK” 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

6. UNION TEMPORAL RAMA ARMENIA SEGURA  
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RESPUESTA: 

Respecto, a los documentos acreditados para la subsanabilidad de requisitos habilitantes, 

el Comité Estructurador y Evaluador se permite indicar que la respuesta a las mismas se 

verá reflejada en el informe final de evaluación en la cual se indica: 

“(…) SUBSANACIONES:  

1. El proponente Alliance Risk acredita dentro de las subsanaciones remitidas a 

través de la plataforma SECOP Licencia de funcionamiento Nro. 202241000895557.  

2. Respecto a la credencial del consultor el proponente manifiesta lo estiupulado en 

el Decreto 2106 del 2019, "antitramites" en la cual se entiende que la acreditación 

se encuentra prorrogada por el término de 10 años.” 

En primer lugar, es preciso aclararle al proponente que respecto a la afirmación “(…) la 

corrección del número de guardas de la fila C16 para la vigencia 2024, es decir, de 6 a 4 

guardas, es importante aclarar que nuestra oferta económica fue presentada con el formato 

publicado por la entidad con la adenda 1, último y vigente formato de propuesta económica 

a la fecha de cierre, la entidad con dichas respuestas no procedió a corregir el formato 

dejando que cada oferente lo hiciera, lo que va en contravía de la normatividad (…)”. 

Es preciso indicarle al respecto que la Entidad procedió conforme manifestó en la respuesta 

a las observaciones y corrigió su oferta tal y como se indicó en el informe preliminar que 

indica “(…) De acuerdo a las respuestas a observaciones extemporáneas dadas por la 

Entidad, se procedió a realizar la corrección respecto al número de guardas requeridos en 

la fila C16 para la vigencia 2024, es decir, de 6 a 4 guardas lo que dio como resultado el 

valor total por el servicio personal de vigilancia de  $1.171.107.905.”, es entonces que, el 

rechazo no obedece a ello, sino a la omisión por parte del proponente de realizar el 

incremento del 3% para la vigencia 2024. 

Ahora bien, respecto al incremento del seguro colectivo de vida es preciso indicarle que:  
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Es imperativo resaltar que la entidad fue respetuosa y garantista del principio de publicidad 

que predica el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La Entidad 

Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos 

administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del Proceso de 

Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen en bolsa de productos no 

tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad Estatal está obligada a publicar 

oportunamente el aviso de convocatoria o la invitación en los Procesos de Contratación de 

mínima cuantía y el proyecto de pliegos de condiciones en el SECOP para que los 

interesados en el Proceso de Contratación puedan presentar observaciones o solicitar 

aclaraciones en el término previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente 

decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II desde 

el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la oportunidad de hacer 

las observaciones a los documentos del proceso dentro de los plazos legalmente 

establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe precontractual por 

parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la Administración la cual se extiende 

a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de evidenciarlo, acerca de la posible 

existencia de irregularidades, omisiones, anomalías o inexactitudes acaecidas durante el 

agotamiento de las etapas del procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el 

enderezamiento de alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o 

evitar que la elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; 

No obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte de 

los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios personales 

de vigilancia, las cuales como ya se menciono previamente debían ser atendidas por la 

entidad así fueran extemporáneas.  

Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de condiciones no 

solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la bondad de la etapa de 

observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de condiciones, la cual no es otra 

que garantizar el principio de transparencia dentro del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció el 

principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación expresa en el 

artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha relación con el de 

publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según el artículo 209 

constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 se estableció la 

facultad de los interesados para realizar y/o presentar observaciones, como un mecanismo 

para controvertir algunas de las decisiones adoptadas por las entidades estatales en el 

marco de sus actuaciones públicas, en particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 

[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o 

adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento 

de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que 

las contengan estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación 

el ejercicio del derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución 

Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que regula 

la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció ciertas reglas 

en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para precisar el contenido y 

alcance de los pliegos de condiciones y asignación de riesgos. De esta manera, se señaló 

que como resultado de lo debatido en la audiencia se realizarán las modificaciones a que 

haya lugar frente a los pliegos de condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro 

del plazo de la licitación, cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 

contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado y publicará en 

el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º del mismo artículo, respecto de 
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los informes de evaluación de las propuestas, estableció que los mismos «[…] permanecerán en la 

secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten 

las observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa 

Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al principio 

de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, no solo porque 

dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos que hacen parte integral 

del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las observaciones planteadas por los 

interesados en el proceso, para lo cual es menester resaltar que no hubo pronunciamiento 

de los interesados en el proceso respecto a la determinación y contenido del presupuesto 

oficial en  las observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en 

la audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los pliegos 

definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de la 

contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en ese sentido 

en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de contenido sustancial frente 

al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que para la presentación de su propuesta 

los oferentes tuvieron que tener en cuenta la estructuración del estudio del mercado como 

parte integral del proceso de selección y como elemento fundante de la elaboración del 

formato de oferta económica por parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes manifiestan 

conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los requisitos en ellos 

contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y decisiones del proceso de 

contratación. 

Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que ocho de 

los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las condiciones 

establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no 

cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto en 

sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, Consejero Ponente 

José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que si bien es 

responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de planeación realizar una adecuada 

estructuración de tales procesos, se subraya que en su elaboración definitiva está inscrita la huella 

e impronta de los particulares y potenciales interesados, quienes concurren en las etapas de 

publicidad a perfilar los elementos finales del proyecto de contrato, lo que si bien no los hace 

responsables por las falencias inadvertidas de ellos, tampoco excluye que en su contra se puedan 

elaborar premisas de corresponsabilidad, ni que por esta vía se configure una patente que autorice, 

en casos así, beneficiarse de los errores propios por evidente falta de diligencia y desconocimiento 

del principio de buena fe en la actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

Es importante resaltar que la Entidad en el numeral 4. ANÁLISIS TÉCNICO Y ECONÓMICO 

QUE SOPORTA EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO del documento de estudio 

previos, incluyo lo determinado en el artículo 2.2.1.1.2.1.1. del Decreto 1082 de 2015; 

respecto al valor del contrato, señala el artículo citado, en el numeral 4, que la entidad debe 

incluir en los estudios y documentos previos “el valor estimado del contrato y la justificación 

del mismo. Cuando el valor del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad 

Estatal debe incluir la forma como los calculó y soportar sus cálculos de presupuesto en la 

estimación de aquellos”. Es decir, al estructurar el procedimiento de contratación se debe 

justificar la manera como definió el valor del presupuesto oficial, para lo cual debe señalar, 
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por ejemplo, en el caso en el particular la Entidad en dicho numeral explico de manera 

expresa, clara y oportuna como se había calculado el presupuesto oficial, y del cual se 

desprende la forma cómo se calculó el valor de la prima de seguro colectivo, la cual se 

encuentra formulada tomando el promedio de la prima de seguro colectivo determinado por 

la Entidad y posteriormente, multiplicada por el número de guardas, es entonces que, con 

la publicidad de dicha información los proponentes tuvieron pleno conocimiento del 

procedimiento aplicado por la Entidad para calcular el presupuesto oficial, adicionalmente, 

se encontraba publicado desde el mes de octubre en el SECOP II, con el fin de que los 

eventuales proponentes pudieran realizar las estimaciones correspondientes, bien sea para 

presentar observaciones al procedimiento de contratación, por considerar que el 

presupuesto no es suficiente para cubrir el costo de los bienes o servicios a adquirir, alertar 

de posibles errores o para decidir si se presenta oferta al procedimiento de selección. 

7. UNION TEMPORAL RAMA E&C 2023 
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RESPUESTA:  

una vez analizada su observación, la Entidad procede a revisar y calcular nuevamente los 

indicadores para la UT SEGUR VIDEC, efectivamente aplicando el procedimiento 1 

indicado en el pliego de condiciones, la UT SEGUR VIDEC NO cumple con lo solicitado.  

Para el indicador Índice de Liquidez el resultado es de 2.16 y para el indicador rentabilidad 

sobre el activo el resultado es de 0.11. 

INDICADOR ÍNDICE REQUERIDO 

Índice de Liquidez Mayor o igual ≥ 2.5 

Índice de Endeudamiento Menor o igual ≤ 0.50 

Razón de Cobertura de Intereses (*) Mayor o igual ≥ 4 

Capital de trabajo  
Mayor o igual al 80% del Presupuesto 

oficial estimado de la Entidad 

 

 

 

 

La Entidad atiende la observación y de la misma manera se actualiza la evaluación de dicho 

proponente: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

8. UNION TEMPORAL RAMA QUINDIO SV 2023  

 

UNION TEMPORAL SEGUR VIDEC ARMENIA HABILITADO NO HABILITADO HABIL ITADO HABILITADO HABILITADO NO  HABILITADO 

INDICADOR ÍNDICE REQUERIDO 

Rentabilidad sobre el patrimonio mayor o igual ≥ 0.15 

Rentabilidad sobre activos mayor o igual ≥ 0.15 
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RESPUESTA:  

 

Frente a la improcedencia de la supuesta modificación al formato de propuesta económica, 

de servicio de personal de vigilancia, la entidad se permite dar respuesta en el siguiente 

sentido:  

Es de resaltar que las observaciones al formato de propuesta económica de servicios 

personales de vigilancia, fueron extemporáneas, más precisamente un día antes al cierre 

del proceso de selección, por lo cual la Entidad con el fin de garantizar los principios de la 

contratación, tales como: la pluralidad de oferentes, selección objetiva e igualdad, procedió 

a ACLARAR el formato, indicando de forma expresa que “[…]respecto a los proveedores que 

presenten su propuesta, estableciendo como número de guardas seis (6) para el presente servicio, 

de acuerdo al formato de servicios personales inicialmente publicado por la entidad, su propuesta 
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será tenida en cuenta y la entidad procederá a realizar la corrección aritmética, de acuerdo a los 

servicios efectivamente requeridos y aclarados a través de la presente respuesta […]”, es decir, se 

haría la corrección aritmética pertinente en el caso de que se presentara el formato con la 

inconsistencia advertida por el interesado, garantizando así poner en igualdad de 

condiciones a todos los proponentes, corrigiendo un error ; Sin embargo, es de resaltar que 

aunque la entidad realizó esta aclaración del formato, el mismo documento permitía concluir 

la cantidad de guardas de seguridad requeridos para el ítem fila C16 para la vigencia 2024, 

dado que el ítem hace referencia a un servicio 12 horas de lunes a viernes sin festivo diurno, 

la normativa aplicable indica que debe ser suplido por un vigilante, en ese sentido, el 

servicio descrito en este ítem corresponde a 4 servicios que permite deducir que para la 

prestación del mismo era necesario disponer de cuatro (4) cuatro vigilantes.   

Conforme a lo anterior, vale la pena indicar que la solicitud de nulidad que alega el 

proponente, no cumple con ninguno de los presupuestos previstos en el Artículo 137 del 

CPACA, el cual predica que:  

«ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 

representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 

general. Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas 

en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 

motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los 

profirió1 . […]» (negrilla fuera del texto)  

En este sentido, el medio de control es improcedente no solo porque no se cumplen las 

condiciones antes citadas sino además porque la instancia para alegar la nulidad es ante 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  

Aunado a lo anterior, es preciso poner en conocimiento a los proponentes que, la 

observación extemporánea era pertinente, lo cual implicaba que la entidad tuviese que 

hacer la aclaración, la misma, acudió a lo preceptuado en el Artículo 45 del CPACA (Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), el permite la 

corrección de errores simplemente formales de los actos administrativos relacionados con 

errores aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras, de la siguiente 

manera: «Artículo 45. Corrección de errores formales. En cualquier tiempo, de oficio o a 

petición de parte, se podrán corregir los errores simplemente formales contenidos en los 

actos administrativos, ya sean aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de 

palabras. En ningún caso la corrección dará lugar a cambios en el sentido material de la 

decisión, ni revivirá los términos legales para demandar el acto. Realizada la corrección, 

esta deberá ser notificada o comunicada a todos los interesados, según corresponda.» 

Para tal efecto el Concepto CCE C-896 de 2022 emanado por la Agencia Nacional de 

contratación publica Colombia Compra Eficiente, señala:  

“[…]De esta figura se pueden destacar las siguientes características: i) procede para 

corregir errores simplemente formales contenidos en los actos administrativos, ya sean 

aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras, ii) no permite 

cambios sustanciales o materiales de la decisión, iii) puede realizarse en cualquier 

tiempo, iv) procede de oficio o a petición de parte, v) el acto administrativo de corrección 

no revive términos para demandar el acto corregido, vi) debe ser notificada o 

comunicada a los interesados .  

Cabe aclarar que aunque el Estatuto General de Contratación de la Administración 

Pública no consagra expresamente esta figura, es posible su aplicación en los actos 

del proceso de contratación, en virtud de lo establecido en el artículo 77 de la Ley 80 

de 1993 y en el artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, pues, la primera disposición señala 

que las normas que rigen los procedimientos y actuaciones en la función administrativa 

son aplicables en las actuaciones contractuales, siempre que sean compatibles con la 

finalidad y los principios de la Ley 80. A su vez, el artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, 

señala que los procedimientos allí establecidos aplican a las actuaciones de todas las 

autoridades y particulares que desempeñan funciones administrativas, sin perjuicio de 

los procedimientos regulados en leyes especiales, y agrega que, en lo no previsto en 

estos, se aplicarán los procedimientos establecidos en dicho código. Tal es el caso de 

la corrección de errores simplemente formales de los actos administrativos que no está 

regulada en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sino en 

el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo…” 
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En este sentido la aclaración realizada por la entidad se encuentra plenamente justificada 

y garantizaba los principios de transparencia, pluralidad de oferentes e igualdad.  

Por otra parte, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Subsección A, sentencia de 16 de septiembre de 2013, expediente no. 30.571, 

con ponencia del Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Esta postura fue reiterada por esta 

Subsección, en sentencia del 1 de octubre de 2014, dentro del expediente 30614, C.P. (e) 

Hernán Andrade Rincón y fue acogida por la Subsección B de la Sección Tercera en 

sentencia del 26 de enero de 2022, en el expediente 54719, con ponencia del consejero 

Fredy Ibarra Martínez., en la cual exponen que las Entidades en la etapa que sea debemos 

dar respuesta a todas las observaciones, dudas o inquietudes fundadas y reiterativas 

respecto de determinados ítems o elementos integrantes del mismo, la Administración está 

en la obligación de absolverlas con absoluta nitidez, del tal modo que zanje cualquier 

dualidad interpretativa que frente al mismo hubiere lugar, indicando de forma taxativa que: 

“5.2. De la fuerza vinculante de las respuestas a las solicitudes de aclaraciones en relación 

con los términos de referencia (…). Ahora bien, cuando la Administración no cumple a 

cabalidad las cargas de claridad y precisión que deben informar la elaboración de los pliegos 

de condiciones o los términos de referencia, al punto que una vez publicados susciten 

entre los respectivos interesados en participar en el procedimiento de selección, 

dudas o inquietudes fundadas y reiterativas respecto de determinados ítems o 

elementos integrantes del mismo, la Administración está en la obligación de 

absolverlas con absoluta nitidez, del tal modo que zanje cualquier dualidad 

interpretativa que frente al mismo hubiere lugar. En tal virtud ante cualquier respuesta a 

una inquietud surgida del pliego de condiciones o términos de referencia que le confiera un 

significado definitivo y trascendente que antes de resolver el interrogante y de cara a su 

imprecisión no tenía, a juicio de la Sala, la Administración no puede quedar relevada de su 

estricta observancia pretextando que la susodicha aclaración no tiene fuerza vinculante por 

no estar contenida en un adendo (…). En ese orden de ideas, sea que se llame adendo, 

oficio, resolución, acto administrativo, circular, comunicación, dejando de lado el formalismo 

de la denominación, cuya solemnidad, como se anotó, no está definida por el ordenamiento, 

si de su contenido esencial se extrae con precisión y claridad la finalidad de variar o 

complementar alguna previsión del pliego de condiciones o de los términos de referencia y 

a ello se suma que se trata de un documento institucional que emana de la entidad pública 

directora del procedimiento precontractual y que es dado a conocer a todos los interesados, 

entonces no queda más que concluir que su fuerza obligatoria se irradia a todas las partes 

del proceso precontractual quienes deberán acatarlo con el mismo vigor que se observa 

respecto de las previsiones del pliego de condiciones”. 

Respecto al incremento de la póliza, es necesario resaltar que la entidad fue respetuosa y 

garantista del principio de publicidad que predica el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 

de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La Entidad 

Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos 

administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del Proceso de 

Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen en bolsa de productos no 

tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad Estatal está obligada a publicar 

oportunamente el aviso de convocatoria o la invitación en los Procesos de Contratación de 

mínima cuantía y el proyecto de pliegos de condiciones en el SECOP para que los 

interesados en el Proceso de Contratación puedan presentar observaciones o solicitar 

aclaraciones en el término previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente 

decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II desde 

el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la oportunidad de hacer 

las observaciones a los documentos del proceso dentro de los plazos legalmente 

establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe precontractual por 

parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la Administración la cual se extiende 

a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de evidenciarlo, acerca de la posible 

existencia de irregularidades, omisiones, anomalías o inexactitudes acaecidas durante el 

agotamiento de las etapas del procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el 

enderezamiento de alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o 

evitar que la elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; 

No obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte de 
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los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios personales 

de vigilancia, las cuales como ya se menciono previamente debían ser atendidas por la 

entidad así fueran extemporáneas.  

Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de condiciones no 

solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la bondad de la etapa de 

observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de condiciones, la cual no es otra 

que garantizar el principio de transparencia dentro del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció el 

principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación expresa en el 

artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha relación con el de 

publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según el artículo 209 

constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 se estableció la 

facultad de los interesados para realizar y/o presentar observaciones, como un mecanismo 

para controvertir algunas de las decisiones adoptadas por las entidades estatales en el 

marco de sus actuaciones públicas, en particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 

[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o 

adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento 

de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que 

las contengan estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación 

el ejercicio del derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución 

Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que regula 

la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció ciertas reglas 

en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para precisar el contenido y 

alcance de los pliegos de condiciones y asignación de riesgos. De esta manera, se señaló 

que como resultado de lo debatido en la audiencia se realizarán las modificaciones a que 

haya lugar frente a los pliegos de condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro 

del plazo de la licitación, cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 

contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado y publicará en 

el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º del mismo artículo, respecto de 

los informes de evaluación de las propuestas, estableció que los mismos «[…] permanecerán en la 

secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten 

las observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa 

Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al principio 

de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, no solo porque 

dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos que hacen parte integral 

del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las observaciones planteadas por los 

interesados en el proceso, para lo cual es menester resaltar que no hubo pronunciamiento 

de los interesados en el proceso respecto a la determinación y contenido del presupuesto 

oficial en  las observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en 

la audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los pliegos 

definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de la 

contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en ese sentido 

en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de contenido sustancial frente 
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al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que para la presentación de su propuesta 

los oferentes tuvieron que tener en cuenta la estructuración del estudio del mercado como 

parte integral del proceso de selección y como elemento fundante de la elaboración del 

formato de oferta económica por parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes manifiestan 

conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los requisitos en ellos 

contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y decisiones del proceso de 

contratación. 

Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que ocho de 

los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las condiciones 

establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no 

cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto en 

sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, Consejero Ponente 

José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que si bien es 

responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de planeación realizar una adecuada 

estructuración de tales procesos, se subraya que en su elaboración definitiva está inscrita la huella 

e impronta de los particulares y potenciales interesados, quienes concurren en las etapas de 

publicidad a perfilar los elementos finales del proyecto de contrato, lo que si bien no los hace 

responsables por las falencias inadvertidas de ellos, tampoco excluye que en su contra se puedan 

elaborar premisas de corresponsabilidad, ni que por esta vía se configure una patente que autorice, 

en casos así, beneficiarse de los errores propios por evidente falta de diligencia y desconocimiento 

del principio de buena fe en la actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

En lo que respecta a la aplicación de la corrección aritmética que: 

En el pliego de condiciones definitivo numeral 1.13 PROCEDIMIENTO PARA CORRECIÓN 

DE ERRORES ARITMETICOS, se indicó de manera taxativa que: “(…) si existen errores 

en el producto de las operaciones aritméticas de los precios de la misma, caso en el 

cual la Entidad hará las correcciones correspondientes” (Negrilla y subrayado fuera de 

texto). De lo anterior, se puede concluir que, solo hay lugar a realizar la corrección aritmética 

cuando hay errores en el producto de las operaciones aritmética de los precios, pero en el 

caso en particular, el proponente está solicitando la modificación de cantidades y de 

información que presenta error en el diligenciamiento del formato de propuesta económica. 

En este sentido Colombia Compra Eficiente dio respuesta a consulta # 4201912000007509, 

con asunto: Elaboración de propuesta económica y corrección aritmética, en la que se 

expresa que:  

“(…) cuando el numeral 5 del artículo 2.2.1.1.2.1.3. del Decreto 1082 de 2015 

prevé que dentro de los pliegos de condiciones se incluyan las reglas 

aplicables a la presentación de las ofertas y su evaluación, adicional a lo 

señalado en los argumentos expuestos en el numeral previo, la entidad puede 

definir en cuáles eventos procede la corrección aritmética y bajo qué 

condiciones. En este sentido, las correcciones aritméticas pueden versar sobre 

aproximaciones o ajustes a cifras enteras que tienen decimales, o la verificación de 

todas las operaciones aritméticas que se presenten en la oferta. En cualquier 

evento, la entidad debe realizar las correcciones aritméticas sobre los 

ofrecimientos del proponente, es decir, sobre los valores registrados para los 

diferentes ítems, con el fin de obtener el valor real ofertado.” (Negrilla y 

subrayado fuera de texto) 

Es importante resaltar que la Entidad en el numeral 4. ANÁLISIS TÉCNICO Y ECONÓMICO 

QUE SOPORTA EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO del documento de estudio 

previos, incluyo lo determinado en el artículo 2.2.1.1.2.1.1. del Decreto 1082 de 2015; 

respecto al valor del contrato, señala el artículo citado, en el numeral 4, que la entidad debe 

incluir en los estudios y documentos previos “el valor estimado del contrato y la justificación 

del mismo. Cuando el valor del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad 

Estatal debe incluir la forma como los calculó y soportar sus cálculos de presupuesto en la 

estimación de aquellos”. Es decir, al estructurar el procedimiento de contratación se debe 

justificar la manera como definió el valor del presupuesto oficial, para lo cual debe señalar, 
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por ejemplo, en el caso en el particular la Entidad en dicho numeral explico de manera 

expresa, clara y oportuna como se había calculado el presupuesto oficial, y del cual se 

desprende la forma cómo se calculó el valor de la prima de seguro colectivo, la cual se 

encuentra formulada tomando el promedio de la prima de seguro colectivo determinado por 

la Entidad y posteriormente, multiplicada por el numero de guardas, es entonces que, con 

la publicidad de dicha información los proponentes tuvieron pleno conocimiento del 

procedimiento aplicado por la Entidad para calcular el presupuesto oficial, adicionalmente, 

se encontraba publicado desde el mes de octubre en el SECOP II, con el fin de que los 

eventuales proponentes pudieran realizar las estimaciones correspondientes, bien sea para 

presentar observaciones al procedimiento de contratación, por considerar que el 

presupuesto no es suficiente para cubrir el costo de los bienes o servicios a adquirir, alertar 

de posibles errores o para decidir si se presenta oferta al procedimiento de selección. 

Por otra parte, es importante traer a colación lo manifestado en sentencia 12663 del 18 de 

octubre de 2000, Sección tercera del Consejo de Estado mediante sentencia C.P MARIA 

ELENA GIRALDO GOMEZ, en la cual se manifestó:  

“[…] La corrección aritmética fue prevista, interpretando su contenido y finalidad, de 

la manera y limitante siguientes: Cuando el oferente en el análisis de precios 

unitarios, al multiplicar el dato de precio unitario por las cantidades obtenga un 

dato equivocado, la Administración podrá corregirlo, efectuando la operación 

correcta; los errores aritméticos no podrán, o por aumento o por disminución, 

sobrepasar un 5% del valor de la propuesta. La Administración no podrá jamás 

corregir el dato de precio unitario…”  

A la luz de la providencia anterior, es claro que como ya se ha resaltado, la corrección 

aritmética aplica respecto al yerro en el resultado de la operación numérica, sin variar o 

alterar los elementos numéricos o valores unitarios de los que se compone o que sirven 

para practicarla alterando el resultado de la misma, pues con esta corrección la 

administración estaría incurriendo en la alterabilidad de la oferta económica, poniendo en 

ventaja a los proponentes que incurrieron en el error sobre los que si fueron diligentes y 

oportunos con el diligenciamiento de su propuesta.  

Finalmente, respecto a la subsanabilidad de la propuesta, el comité aclara  que el requisito 

6.2 EVALUACIÓN ECONÓMICA A) SERVICIO DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA 

el cual se encuentra dentro del CAPITULO VI - CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA 

OFERTA MÁS FAVORABLE, es entonces que no se debe examinar individualmente solo 

como un requisito habilitante por los motivos que se exponen, en la medida que claramente 

se puede evidenciar que se encontraba dentro del componente ponderable. Pese a que la 

entidad establecida que no otorgaría puntaje es un criterio que sirve como comparación 

entre las ofertas  

Así mismo, las condiciones y reglas  para la presentación de este requisito han estado 

definidas de manera clara desde la publicación del proyecto de pliego de condiciones y, 

posteriormente, en el pliego de condiciones definitivo, siendo estas condiciones de carácter 

vinculante y evidentemente de obligatorio cumplimiento tanto para los proponentes como 

para la entidad, los cuales deben ceñirse a su contenido y no hay lugar a que las partes 

empleen criterios diferentes o cambien requisitos que no fueron definidos en los pliegos, 

este principio se refuerza especialmente cuando la redacción es precisa y no deja lugar a 

interpretaciones más allá de lo establecido. 

“POR ESTA OFERTA NO SE OTORGARÁ PUNTAJE ALGUNO, NO OBSTANTE, EN 

CASO DE OFERTAR VALORES DIFERENTES A LOS DETERMINADOS POR LA 

ENTIDAD, SERÁ CAUSAL DE RECHAZO DE LA OFERTA.” 

Esta nota se basa en el principio de autonomía que las entidades tienen al elaborar los 

pliegos de condiciones  y la discrecionalidad con la que, por regla general, cuentan para 

configurar el contenido del pliego de condiciones están autorizadas para incluir las reglas 

que consideren adecuadas tal como se hizo dentro del presente proceso considerando la 

relevancia de la oferta de servicios de vigilancia como componente integral de la propuesta 

económica, este aspecto se constituye como un elemento esencial para la adecuada 

comparación entre las distintas ofertas, por lo cual se estructuro la causal de rechazo 

mencionada la cual  no recibió ninguna objeción por parte de los interesados. 
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En sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Magistrado Ponente Daniel Suarez Hernández, Expediente 12344 del 3 de mayo 

de 1999 por medio de la cual se define el pliego de condiciones como: 

“(…) El pliego de condiciones está definido como el reglamento que disciplina el 

procedimiento licitatorio de selección del contratista y delimita el contenido y alcance 

del contrato. Es un documento que establece una preceptiva jurídica de 

obligatorio cumplimiento para la administración y el contratista, no sólo en la 

etapa precontractual sino también en la de ejecución y en la fase final del 

contrato. Si el proceso licitatorio resulta fundamental para la efectividad del principio 

de transparencia y del deber de selección objetiva del contratista, el pliego 

determina, desde el comienzo, las condiciones claras, expresas y concretas 

que revelan las especificaciones jurídicas, técnicas y económicas, a que se 

someterá el correspondiente contrato. Los pliegos de condiciones forman parte 

esencial del contrato; son la fuente de derechos y obligaciones de las partes y 

elemento fundamental para su interpretación e integración, pues contienen la 

voluntad de la administración a la que se someten los proponentes durante la 

licitación y el oferente favorecido durante el mismo lapso y, más allá, durante la vida 

del contrato. En cuanto a la elaboración del pliego, la Sala ha precisado que la 

entidad licitante tiene a cuenta suya la carga de claridad y precisión dispuesta, entre 

otras normas legales, en el artículo 24, numeral 5, literales b, c y e de la Ley 80 de 

1993, ya referido, que garantiza la selección transparente y objetiva del contratista.” 

(Subrayado y negrilla fuera de texto) 

De igual forma como se ha mencionado anteriormente con la carta de presentación de la 

oferta los proponentes manifiestan conocer los documentos del proceso, sus adendas, y 

Aceptan los requisitos en ellos contenidos. 

Finalmente, respecto a la mencionada nulidad del proceso de selección respecto a las 

respuestas a las observaciones extemporáneas, es preciso en primer lugar, recordar que 

la instancia para alegar y reconocer una nulidad del proceso de selección es ante la 

Jurisdicción, y en segunda medida, no se puede perder de vista la jurisprudencia del 

Consejo de Estado al indicar en Sentencia Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Tercera, Subsección B, Consejera ponente: Ruth Stella Correa Palacio, Radicación 

número: 08001-23-31-000-1996-01886-01(22089) que expresa al respecto que:  

 

“(…) Reitera la jurisprudencia según la cual cuando se demanda la nulidad de la 

decisión de adjudicación de la administración y el pago de perjuicios, el oferente 

demandante que se considere con derecho a resultar adjudicatario, deberá 

demostrar: i) el vicio de ilegalidad de la decisión y ii) que su propuesta es la 

mejor, lo que hace indispensable que el proponente desfavorecido, que se 

siente lesionado en su interés jurídico y demanda, sea celoso de la 

observancia de la carga procesal y probatoria que implica acreditar en forma 

concurrente estos aspectos. (…) En conclusión, la legalidad del acto frente al 

actor no se debilitó, porque no se aportó la prueba que permita inferir que su 

propuesta merecía ser, de acuerdo con los criterios objetivos de selección, la 

adjudicataria, por cumplir con todos los requisitos de los pliegos de condiciones y 

haber obtenido la mejor evaluación, motivo por cual la Sala revocará la sentencia 

del a quo, en cuanto accedió a las pretensiones de la demanda” (Negrilla fuera de 

texto) 

 

Aunado a lo anterior, en lo expuesto por el oferente no se reúnen ni quiera los presupuestos 

procesales para el análisis de viabilidad o no de lo manifestado. 

 

En la sentencia ibidem se debe resaltar que además se hace referencia  

 

“(…) El numeral 2 del artículo 24 ibidem, tiene el claro propósito de que quienes 

participen en el proceso de selección por licitación pública, tengan la oportunidad de 

conocer y controvertir los informes de evaluación que se emitan en relación con sus 

propuestas, en el evento en que consideren que presentan errores, deficiencias o 

equivocaciones que les perjudique e incidan en el orden de elegibilidad; es decir, 

garantiza su derecho de defensa y contradicción en este tipo de actuaciones 

administrativas, a la par que evita situaciones de secreto o clandestinidad durante 
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el proceso de selección y sirve de instrumento de purificación en la toma de la 

decisión por parte de la Administración, pues aquéllos, a través de la formulación de 

observaciones, pueden advertir circunstancias que hubiesen pasado 

desapercibidas, en aras de contribuir a que se respete la legalidad de la 

adjudicación. 

 

Sin embargo, en el aparte segundo del numeral 8 del artículo 30 de la Ley 80 

de 1993, también se establece la regla según la cual la propuesta una vez 

presentada por el licitador es inmodificable. En efecto, con posterioridad al cierre 

de la licitación, en la etapa en que los informes de evaluación de las propuestas 

permanecen en la secretaría de la entidad durante el término de 5 días hábiles, con 

el fin de que los proponentes presenten las observaciones que estimen pertinentes, 

éstos no podrán modificar, complementar o mejorar sus ofrecimientos, regla 

prohibitiva que es desarrollo del principio de igualdad que rige en la licitación pública. 

 

Como explica Sayagués “después de presentadas las propuestas, queda 

perfectamente determinada la posición de cada licitante y también de la 

Administración. Aquéllos no pueden modificar sus propuestas ni mejorarlas, 

ni retirarlas (…). No es posible modificar las propuestas posteriormente a su 

presentación, porque de lo contrario desaparecería totalmente la igualdad que 

debe existir entre todos los licitantes. En realidad desaparecería la licitación 

como garantía para los particulares y para la Administración, transformándose el 

procedimiento en una serie de tratativas privadas, pues los proponentes perdidosos 

no titubearían en modificar y mejorar sus ofertas con tal de conseguir el suministro 

o la obra.”7 (…) 

 

Por manera que la regla sobre la inalterabilidad de las propuestas y su carácter 

vinculante, está consagrada con el fin de garantizar la igualdad de todos los 

licitantes, la cual se vería quebrantada o desconocida si se aceptase a un 

proponente modificaciones a su propuesta posteriores al cierre del plazo 

fijado para su presentación y una vez se ha procedido a su apertura, dado que 

con esa práctica se pondría en desventaja a los otros proponentes que con diligencia 

y en tiempo oportuno confeccionaron sus ofrecimientos y que en consecuencia 

tienen el derecho a que no se modifiquen las propuestas de los demás 

 

Ahora bien, lo anterior no impide que se puedan hacer aclaraciones a las propuestas 

bien porque la administración las solicite en la etapa de evaluación de las mismas, 

ora porque las realicen los oferentes en la etapa dispuesta para las observaciones 

a los informes de evaluación, pero siempre y cuando verse sobre aspectos 

meramente formales o adjetivos o que en todo caso no comporten una variación o 

corrección del fondo de la propuesta a favor de quien las presenta y en detrimento 

de la posición de los demás proponentes en la evaluación, esto es, sujetas a 

condición de que con las mismas no se altere de manera sustancial la información 

inicialmente suministrada y la situación de los oferentes en el proceso de licitación. 

 

Por eso, como es posible que por vía aclaratoria los proponentes intenten 

modificar o mejorar sus ofertas, hay que distinguir entre las simples 

aclaraciones de las propuestas y las modificaciones a éstas; las primeras son 

los medios para que se pueda hacer perceptible, manifiesto, explícito o 

inteligible algún aspecto confuso de la propuesta, sin implicar una 

complementación, adición, modificación o mejora de dicho aspecto, que es 

precisamente en lo que consisten las segundas. 

 

En síntesis, por regla general, las modificaciones de las propuestas ulteriores 

al cierre de la licitación son inadmisibles y deben ser rechazadas por la 

administración, so pena de vulnerar los principios de igualdad y 

                                                           
7 Sayagués Laso, Enrique, La Licitación Pública, Editorial IB de F, Montevideo-Buenos Aires, 2005, reimpresión 
del texto original de 1940, págs. 146-147. 
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transparencia, pero ello no obsta para que se puedan considerar aclaraciones 

que no las alteren sustancialmente. (…)”8 (Negrilla fuera de texto) 

 

Asimismo, y como se mencionó previamente, en la verificación de las propuestas, el comité 

evaluador se percató que ocho de los oferentes fueron cuidadosos con la presentación de 

sus ofertas de acuerdo con las condiciones establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo 

permitir la habilitación de aquellos que no cumplieron con esta regla establecida en el pliego 

de condiciones definitivo, el cual, como se mencionó anteriormente, no presenta 

ambigüedades y no admite interpretaciones distintas a su literalidad. 

Dicho razonamiento, se basa en garantizar el principio de selección objetiva, 
respecto a la evaluación de la oferta económica, el cual tal y como lo señala la 
Agencia Nacional de Contratación Publica Colombia Compra Eficiente en concepto 
C – 059 de 2021, busca que: 

  
“[…] la entidad que adjudique el contrato al oferente con la propuesta más favorable, 
la norma define este concepto como la propuesta más ventajosa, luego de ponderar 
los factores técnicos y económicos. Así las cosas, para que la entidad pueda 
determinar cuál es la oferta que más ventaja le reporta, lo lógico es que la 
comparación de precios se haga sobre los que finalmente tendrá que pagar, es 
decir, no puede realizarse una ponderación adecuada, en el factor económico, 
si la entidad compara precios que no son reales, pues ello es lo que ocurre si 
en dicha comparación se toman precios que no serán los que finalmente 
pagará, porque no se encuentra incluido el IVA o cualquier otro impuesto.  

El principio de selección objetiva, antes que permitir que la entidad compare las 
ofertas económicas sin tener en cuenta el IVA, busca que la comparación se haga 
sobre la realidad de lo ofrecido por cada proponente, es decir, el valor total de 
lo que terminará pagando la entidad cuando adjudique el contrato…”   (negrilla 
y subrayado fuera de texto) 

 
En el concepto en mención, se resalta el alcance del principio de igualdad en el ámbito de 
la contratación pública, en el cual se aduce:  
 

“[…] En el ámbito de la contratación pública, la igualdad se materializa a través 

del equilibrio de todos los oferentes frente al proceso de selección, desde la 

exigencia de los requisitos estipulados en los pliegos de condiciones, en la 

calificación de sus ofertas y en su selección. La igualdad en los procesos de 

contratación supone que las condiciones a las que se enfrentan los 

proponentes sean las mismas para todos y que la oferta adjudicada sea la más 

favorable a la entidad.  

Por ello el Consejo de Estado ha determinado que la aplicación del principio de 

igualdad en la contratación pública materializa otros principios de similar 

importancia como la selección objetiva y la transparencia:  

 
La igualdad de los licitadores, presupuesto fundamental que garantiza la 
selección objetiva y desarrolla el principio de transparencia que orienta la 
contratación estatal, se traduce en la identidad de oportunidades dispuesta 
para los sujetos interesados en contratar con la Administración. Y la sujeción 
estricta al pliego de condiciones es un principio fundamental del proceso 
licitatorio, que desarrolla la objetividad connatural a este procedimiento, en 
consideración a que el pliego es fuente principal de los derechos y obligaciones 
de la administración y de los proponentes…” 9 

 

En conclusión, no se puede poner en desventaja a los proponentes que con diligencia y en 

tiempo oportuno confeccionaron sus ofrecimientos, permitiendo modificar aspectos 

sustanciales como ya se mencionó de la oferta de servicios de vigilancia y seguridad privada 

lo que iría en contravía del articulo ARTÍCULO 5. De la selección objetiva. PARÁGRAFO 1. 

de la ley 1882 de 2018, ya que no correspondería a una aclaración sino a un mejoramiento 

y alteración de la propuesta.  

                                                           
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Magistrado Ponente Daniel 
Suarez Hernández, Expediente 12344 del 3 de mayo de 1999 
9 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 19 de julio de 2001. Rad. 1996-3771-01 (12.037). C.P. 
Alier Eduardo Hernández Enríquez. 
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9. UNION TEMPORAL GEO 
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RESPUESTA:  

Respecto a la corrección aritmética es preciso indicarle que:  

En el pliego de condiciones definitivo numeral 1.13 PROCEDIMIENTO PARA CORRECIÓN 

DE ERRORES ARITMETICOS, se indico de manera taxativa que: “(…) si existen errores 

en el producto de las operaciones aritméticas de los precios de la misma, caso en el 
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cual la Entidad hará las correcciones correspondientes” (Negrilla y subrayado fuera de 

texto). De lo anterior, se puede concluir que, solo hay lugar a realizar la corrección aritmética 

cuando hay errores en el producto de las operaciones aritmética de los precios, pero en el 

caso en particular, el proponente esta solicitando la modificación de cantidades y de 

información que presenta error en el diligenciamiento del formato de propuesta económica. 

En este sentido Colombia Compra Eficiente dio respuesta a consulta # 4201912000007509, 

con asunto: Elaboración de propuesta económica y corrección aritmética, en la que se 

expresa que:  

“(…) cuando el numeral 5 del artículo 2.2.1.1.2.1.3. del Decreto 1082 de 2015 

prevé que dentro de los pliegos de condiciones se incluyan las reglas 

aplicables a la presentación de las ofertas y su evaluación, adicional a lo 

señalado en los argumentos expuestos en el numeral previo, la entidad puede 

definir en cuáles eventos procede la corrección aritmética y bajo qué 

condiciones. En este sentido, las correcciones aritméticas pueden versar sobre 

aproximaciones o ajustes a cifras enteras que tienen decimales, o la verificación de 

todas las operaciones aritméticas que se presenten en la oferta. En cualquier 

evento, la entidad debe realizar las correcciones aritméticas sobre los 

ofrecimientos del proponente, es decir, sobre los valores registrados para los 

diferentes ítems, con el fin de obtener el valor real ofertado.” (Negrilla y 

subrayado fuera de texto) 

Es importante resaltar que la Entidad en el numeral 4. ANÁLISIS TÉCNICO Y ECONÓMICO 

QUE SOPORTA EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO del documento de estudio 

previos, incluyo lo determinado en el artículo 2.2.1.1.2.1.1. del Decreto 1082 de 2015; 

respecto al valor del contrato, señala el artículo citado, en el numeral 4, que la entidad debe 

incluir en los estudios y documentos previos “el valor estimado del contrato y la justificación 

del mismo. Cuando el valor del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad 

Estatal debe incluir la forma como los calculó y soportar sus cálculos de presupuesto en la 

estimación de aquellos”. Es decir, al estructurar el procedimiento de contratación se debe 

justificar la manera como definió el valor del presupuesto oficial, para lo cual debe señalar, 

por ejemplo, en el caso en el particular la Entidad en dicho numeral explico de manera 

expresa, clara y oportuna como se había calculado el presupuesto oficial, y del cual se 

desprende la forma cómo se calculó el valor de la prima de seguro colectivo, la cual se 

encuentra formulada tomando el promedio de la prima de seguro colectivo determinado por 

la Entidad y posteriormente, multiplicada por el número de guardas, es entonces que, con 

la publicidad de dicha información los proponentes tuvieron pleno conocimiento del 

procedimiento aplicado por la Entidad para calcular el presupuesto oficial, adicionalmente, 

se encontraba publicado desde el mes de octubre en el SECOP II, con el fin de que los 

eventuales proponentes pudieran realizar las estimaciones correspondientes, bien sea para 

presentar observaciones al procedimiento de contratación, por considerar que el 

presupuesto no es suficiente para cubrir el costo de los bienes o servicios a adquirir, alertar 

de posibles errores o para decidir si se presenta oferta al procedimiento de selección. 

Por otra parte, es importante traer a colación lo manifestado en sentencia 12663 del 18 de 

octubre de 2000, Sección tercera del Consejo de Estado mediante sentencia C.P MARIA 

ELENA GIRALDO GOMEZ, en la cual se manifestó:  

“[…] La corrección aritmética fue prevista, interpretando su contenido y finalidad, de 

la manera y limitante siguientes: Cuando el oferente en el análisis de precios 

unitarios, al multiplicar el dato de precio unitario por las cantidades obtenga un 

dato equivocado, la Administración podrá corregirlo, efectuando la operación 

correcta; los errores aritméticos no podrán, o por aumento o por disminución, 

sobrepasar un 5% del valor de la propuesta. La Administración no podrá jamás 

corregir el dato de precio unitario…”  

A la luz de la providencia anterior, es claro que como ya se ha resaltado, la corrección 

aritmética aplica respecto al yerro en el resultado de la operación numérica, sin variar o 

alterar los elementos numéricos o valores unitarios de los que se compone o que sirven 

para practicarla alterando el resultado de la misma, pues con esta corrección la 

administración estaría incurriendo en la alterabilidad de la oferta económica, poniendo en 

ventaja a los proponentes que incurrieron en el error sobre los que si fueron diligentes y 

oportunos con el diligenciamiento de su propuesta.  
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En segundo lugar, respecto al incremento del 3% de la prima de seguro colectivo, nos 

permitimos exponer lo siguiente:  

Es imperativo resaltar que la entidad fue respetuosa y garantista del principio de publicidad 

que predica el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La Entidad 

Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos 

administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del Proceso de 

Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen en bolsa de productos no 

tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad Estatal está obligada a publicar 

oportunamente el aviso de convocatoria o la invitación en los Procesos de Contratación de 

mínima cuantía y el proyecto de pliegos de condiciones en el SECOP para que los 

interesados en el Proceso de Contratación puedan presentar observaciones o solicitar 

aclaraciones en el término previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente 

decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II desde 

el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la oportunidad de hacer 

las observaciones a los documentos del proceso dentro de los plazos legalmente 

establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe precontractual por 

parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la Administración la cual se extiende 

a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de evidenciarlo, acerca de la posible 

existencia de irregularidades, omisiones, anomalías o inexactitudes acaecidas durante el 

agotamiento de las etapas del procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el 

enderezamiento de alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o 

evitar que la elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; 

No obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte de 

los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios personales 

de vigilancia, las cuales como ya se menciono previamente debían ser atendidas por la 

entidad así fueran extemporáneas.  

Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de condiciones no 

solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la bondad de la etapa de 

observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de condiciones, la cual no es otra 

que garantizar el principio de transparencia dentro del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció el 

principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación expresa en el 

artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha relación con el de 

publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según el artículo 209 

constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 se estableció la 

facultad de los interesados para realizar y/o presentar observaciones, como un mecanismo 

para controvertir algunas de las decisiones adoptadas por las entidades estatales en el 

marco de sus actuaciones públicas, en particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 

[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o 

adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento 

de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que 

las contengan estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación 

el ejercicio del derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución 

Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que regula 

la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció ciertas reglas 

en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para precisar el contenido y 

alcance de los pliegos de condiciones y asignación de riesgos. De esta manera, se señaló 

que como resultado de lo debatido en la audiencia se realizarán las modificaciones a que 

haya lugar frente a los pliegos de condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro 

del plazo de la licitación, cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 
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contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado y publicará en 

el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º del mismo artículo, respecto de 

los informes de evaluación de las propuestas, estableció que los mismos «[…] permanecerán en la 

secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten 

las observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa 

Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al principio 

de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, no solo porque 

dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos que hacen parte integral 

del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las observaciones planteadas por los 

interesados en el proceso, para lo cual es menester resaltar que no hubo pronunciamiento 

de los interesados en el proceso respecto a la determinación y contenido del presupuesto 

oficial en  las observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en 

la audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los pliegos 

definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de la 

contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en ese sentido 

en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de contenido sustancial frente 

al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que para la presentación de su propuesta 

los oferentes tuvieron que tener en cuenta la estructuración del estudio del mercado como 

parte integral del proceso de selección y como elemento fundante de la elaboración del 

formato de oferta económica por parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes manifiestan 

conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los requisitos en ellos 

contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y decisiones del proceso de 

contratación. 

Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que ocho de 

los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las condiciones 

establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no 

cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto en 

sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, Consejero Ponente 

José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que si bien es 

responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de planeación realizar una adecuada 

estructuración de tales procesos, se subraya que en su elaboración definitiva está inscrita la huella 

e impronta de los particulares y potenciales interesados, quienes concurren en las etapas de 

publicidad a perfilar los elementos finales del proyecto de contrato, lo que si bien no los hace 

responsables por las falencias inadvertidas de ellos, tampoco excluye que en su contra se puedan 

elaborar premisas de corresponsabilidad, ni que por esta vía se configure una patente que autorice, 

en casos así, beneficiarse de los errores propios por evidente falta de diligencia y desconocimiento 

del principio de buena fe en la actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

 

Finalmente, en lo relacionado al rechazo por modificar la lista de precios con el formato de 

oferta económica, expresamos que:  

Vale la pena recordar que en el pliego de condiciones, se consignan un conjunto de reglas 

para definir el procedimiento de selección objetiva del contratista, se concluye entonces 

que, el pliego constituye el reglamento del proceso de contratación, por lo tanto y al ser el 
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SECOP II una plataforma transaccional, tiene pliegos electrónicos para cada una de las 

modalidades de selección contempladas en la normativa del sistema de compra pública, 

compuestos por dos partes: i) un formulario con campos tipo y ii) una sección para adjuntar 

documentos, para tal efecto, es pertinente hacer énfasis en el argumento expuesto por la 

Agencia Nacional de Contratación Publica Colombia Compra Eficiente, en el cual manifiesta 

el alcance de la plataforma transaccional. 

“[…]Los formularios de los pliegos electrónicos abarcan la mayoría de los contenidos 

mínimos que debe contener un pliego de condiciones, con excepción del análisis de 

riesgos, las causales de rechazo, la minuta del contrato y los términos supervisión o 

interventoría entre otros, los cuales, al igual que los demás componentes que la 

entidad estatal considere conveniente incluir en su autonomía, pueden incluirse en 

la sección para adjuntar documentos, los cuales hacen parte integral del proceso. 

 No obstante lo anterior, es posible que la entidad estatal al diligenciar el pliego de 

condiciones o invitación electrónica en el SECOP II establezca en el mismo 

formulario digital todas las condiciones y requisitos para contratar con el Estado, sin 

necesidad de proyectar un documento adjunto adicional que contenga nuevamente 

la información y condiciones del Proceso de Contratación, pues en todo caso, el 

objetivo de la plataforma en este punto es que no se presente duplicidad en el 

contenido de estas dos partes…” 

Los formularios de los pliegos electrónicos abarcan la mayoría de los 

contenidos mínimos que debe contener un pliego de condiciones, con 

excepción del análisis de riesgos, las causales de rechazo, la minuta del 

contrato y los términos supervisión o interventoría entre otros, los cuales, al 

igual que los demás componentes que la entidad estatal considere 

conveniente incluir en su autonomía, pueden incluirse en la sección para 

adjuntar documentos, los cuales hacen parte integral del proceso. (negrilla y 

subrayada fuera del texto original) Respuesta a consulta # 4201912000006563 del 

07 de noviembre de 2019 

Por lo anterior el pliego electrónico del proceso contiene los contenidos mínimos del pliego 

de condiciones y para aquellos contenidos que no se encuentran incluidos en la interfaz de 

la plataforma, contiene la opción de agregar documentos como parte integral del 

expediente; en ese sentido, bajo la premisa que no puede haber duplicidad de expedientes, 

se tomó la prevención por parte de la entidad de señalar en la adenda 1 de manera taxativa: 

el proponente deberá ofertar en la pregunta tipo lista de precios en el SECOP II, el valor del 

presupuesto estimado por para la prestación del servicio de vigilancia y seguridad privada 

y deberá adjuntar el formato Excel dispuesto por la entidad para los servicios 

personales de Vigilancia, los cuales deberán tener correspondencia respecto el valor 

ofertado en el formato y el valor consignado en la plataforma SECOP II. Ahora bien, 

respecto a esta circunstancia, se reitera que la entidad tiene la potestad de configurar las 

condiciones del proceso, en observancia de su necesidad, de tal forma que, la regla 

establecida no va en contra de los preceptos legales, por el contrario, se adapta a los 

objetivos planteados con la implementación del SECOP II, en razón a que no es viable que 

se presenten valores diferentes en el formato de oferta económica y valor de la lista de 

precios del pliego electrónico, pues no tendría sentido dicha discrepancia, dado que el 

expediente contractual integra los anexos que se publican en el pliego electrónico del 

proceso.  

Finalmente, se reitera que la entidad debe dar un trato igualitario a todos los proponentes, 

en ese sentido, bajo la premisa que la adenda es clara en señalar que se debía consignar 

en la pregunta tipo de lista de precios el mismo valor ofertado en el formato de oferta 

económica, a tal punto que de veinte (20) proponentes que se presentaron el 90% de los 

mismos lo realizaron de forma adecuada el cuestionario de la pregunta lista de precios, 

conforme a lo señalado en la adenda del proceso.  

10. UNION TEMPORAL SEPECOL – AUTENTICA 2023 
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RESPUESTA:  
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Con relación a los documentos que eran susceptibles de subsanación la respuesta 

se vera reflejada en el informe final de evaluación, el cual indica que:  

“[…]La empresa Autentica allegó certificación donde consta que pondrá a disposición de esta entidad 

medios alternos de comunicación…” 

Ahora bien, frente a la observación relacionada al puntaje del literal B. GUARDAS 

CON CAPACITACIÓN ESPECIALIZADA DE VIGILANCIA EN ENTIDADES 

OFICIALES (17,5 PUNTOS), la entidad manifiesta lo siguiente:  

“RESPUESTA A LA OBSERVACIÓN: La entidad mantiene su postura de no otorgar puntaje 

relacionado en Factor de Calidad Guardas con Capacitación, toda vez si bien es cierto que el 

representante legal de SEPECOL es el representante legal de la union temporal, éste firmo la 

certificación expresamente en calidad de representante legal de SEPECOL no de la union temporal, 

por lo cual, en los terminos en que se presentó el documento, se observa que para el proceso el 

compromiso de capacitación de los guardas se suscribe unicamente por parte del representante legal 

de la Empresa SEPECOL no de la unión temporal” 

Respecto a las diferentes afirmaciones realizadas frente al rechazo de la oferta 

económica, la entidad da respuesta en el siguiente sentido:  

Frente a la improcedencia de la supuesta modificación al formato de propuesta 

económica, de servicio de personal de vigilancia, la entidad se permite dar 

respuesta en el siguiente sentido:  

Es de resaltar que las observaciones al formato de propuesta económica de 

servicios personales de vigilancia, fueron extemporáneas, más precisamente un día 

antes al cierre del proceso de selección, por lo cual la Entidad con el fin de garantizar 

los principios de la contratación, tales como: la pluralidad de oferentes, selección 

objetiva e igualdad, procedió a ACLARAR el formato, indicando de forma expresa 

que “[…]respecto a los proveedores que presenten su propuesta, estableciendo 

como número de guardas seis (6) para el presente servicio, de acuerdo al formato 

de servicios personales inicialmente publicado por la entidad, su propuesta será 

tenida en cuenta y la entidad procederá a realizar la corrección aritmética, de 

acuerdo a los servicios efectivamente requeridos y aclarados a través de la presente 

respuesta […]”, es decir, se haría la corrección aritmética pertinente en el caso de 

que se presentara el formato con la inconsistencia advertida por el interesado, 

garantizando así poner en igualdad de condiciones a todos los proponentes, 

corrigiendo un error ; Sin embargo, es de resaltar que aunque la entidad realizó esta 

aclaración del formato, el mismo documento permitía concluir la cantidad de 

guardas de seguridad requeridos para el ítem fila C16 para la vigencia 2024, dado 

que el ítem hace referencia a un servicio 12 horas de lunes a viernes sin festivo 

diurno, la normativa aplicable indica que debe ser suplido por un vigilante, en ese 

sentido, el servicio descrito en este ítem corresponde a 4 servicios que permite 

deducir que para la prestación del mismo era necesario disponer de cuatro (4) 

cuatro vigilantes.   

Conforme a lo anterior, vale la pena indicar que la solicitud de nulidad que alega el 

proponente, no cumple con ninguno de los presupuestos previstos en el Artículo 

137 del CPACA, el cual predica que:  

«ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 

representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 

general. Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en 

que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, 

o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió1 . […]» (negrilla 

fuera del texto)  

En este sentido, el medio de control es improcedente no solo porque no se cumplen 

las condiciones antes citadas sino además porque la instancia para alegar la nulidad 

es ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  
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Aunado a lo anterior, es preciso poner en conocimiento a los proponentes que, la 

observación extemporánea era pertinente, lo cual implicaba que la entidad tuviese 

que hacer la aclaración, la misma, acudió a lo preceptuado en el Artículo 45 del 

CPACA (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo), el permite la corrección de errores simplemente formales de los 

actos administrativos relacionados con errores aritméticos, de digitación, de 

transcripción o de omisión de palabras, de la siguiente manera: «Artículo 45. 

Corrección de errores formales. En cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte, 

se podrán corregir los errores simplemente formales contenidos en los actos 

administrativos, ya sean aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de 

palabras. En ningún caso la corrección dará lugar a cambios en el sentido material 

de la decisión, ni revivirá los términos legales para demandar el acto. Realizada la 

corrección, esta deberá ser notificada o comunicada a todos los interesados, según 

corresponda.» 

Para tal efecto el Concepto CCE C-896 de 2022 emanado por la Agencia Nacional 

de contratación publica Colombia Compra Eficiente, señala:  

“[…]De esta figura se pueden destacar las siguientes características: i) procede para 

corregir errores simplemente formales contenidos en los actos administrativos, ya 

sean aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras, ii) no 

permite cambios sustanciales o materiales de la decisión, iii) puede realizarse en 

cualquier tiempo, iv) procede de oficio o a petición de parte, v) el acto administrativo 

de corrección no revive términos para demandar el acto corregido, vi) debe ser 

notificada o comunicada a los interesados .  

Cabe aclarar que aunque el Estatuto General de Contratación de la Administración 

Pública no consagra expresamente esta figura, es posible su aplicación en los actos 

del proceso de contratación, en virtud de lo establecido en el artículo 77 de la Ley 

80 de 1993 y en el artículo 2 de la Ley 1437 de 2011, pues, la primera disposición 

señala que las normas que rigen los procedimientos y actuaciones en la función 

administrativa son aplicables en las actuaciones contractuales, siempre que sean 

compatibles con la finalidad y los principios de la Ley 80. A su vez, el artículo 2 de 

la Ley 1437 de 2011, señala que los procedimientos allí establecidos aplican a las 

actuaciones de todas las autoridades y particulares que desempeñan funciones 

administrativas, sin perjuicio de los procedimientos regulados en leyes especiales, 

y agrega que, en lo no previsto en estos, se aplicarán los procedimientos 

establecidos en dicho código. Tal es el caso de la corrección de errores simplemente 

formales de los actos administrativos que no está regulada en el Estatuto General 

de Contratación de la Administración Pública, sino en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo…” 

En este sentido la aclaración realizada por la entidad se encuentra plenamente 

justificada y garantizaba los principios de transparencia, pluralidad de oferentes e 

igualdad.  

Por otra parte, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Tercera, Subsección A, sentencia de 16 de septiembre de 2013, expediente 

no. 30.571, con ponencia del Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Esta postura fue 

reiterada por esta Subsección, en sentencia del 1 de octubre de 2014, dentro del 

expediente 30614, C.P. (e) Hernán Andrade Rincón y fue acogida por la Subsección 

B de la Sección Tercera en sentencia del 26 de enero de 2022, en el expediente 

54719, con ponencia del consejero Fredy Ibarra Martínez., en la cual exponen que 

las Entidades en la etapa que sea debemos dar respuesta a todas las 

observaciones, dudas o inquietudes fundadas y reiterativas respecto de 

determinados ítems o elementos integrantes del mismo, la Administración está en 

la obligación de absolverlas con absoluta nitidez, del tal modo que zanje cualquier 

dualidad interpretativa que frente al mismo hubiere lugar, indicando de forma 

taxativa que: 
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“5.2. De la fuerza vinculante de las respuestas a las solicitudes de aclaraciones en 

relación con los términos de referencia (…). Ahora bien, cuando la Administración 

no cumple a cabalidad las cargas de claridad y precisión que deben informar la 

elaboración de los pliegos de condiciones o los términos de referencia, al punto que 

una vez publicados susciten entre los respectivos interesados en participar en el 

procedimiento de selección, dudas o inquietudes fundadas y reiterativas respecto 

de determinados ítems o elementos integrantes del mismo, la Administración está 

en la obligación de absolverlas con absoluta nitidez, del tal modo que zanje 

cualquier dualidad interpretativa que frente al mismo hubiere lugar. En tal virtud ante 

cualquier respuesta a una inquietud surgida del pliego de condiciones o términos de 

referencia que le confiera un significado definitivo y trascendente que antes de 

resolver el interrogante y de cara a su imprecisión no tenía, a juicio de la Sala, la 

Administración no puede quedar relevada de su estricta observancia pretextando 

que la susodicha aclaración no tiene fuerza vinculante por no estar contenida en un 

adendo (…). En ese orden de ideas, sea que se llame adendo, oficio, resolución, 

acto administrativo, circular, comunicación, dejando de lado el formalismo de la 

denominación, cuya solemnidad, como se anotó, no está definida por el 

ordenamiento, si de su contenido esencial se extrae con precisión y claridad la 

finalidad de variar o complementar alguna previsión del pliego de condiciones o de 

los términos de referencia y a ello se suma que se trata de un documento 

institucional que emana de la entidad pública directora del procedimiento 

precontractual y que es dado a conocer a todos los interesados, entonces no queda 

más que concluir que su fuerza obligatoria se irradia a todas las partes del proceso 

precontractual quienes deberán acatarlo con el mismo vigor que se observa 

respecto de las previsiones del pliego de condiciones”. 

Respecto al incremento de la póliza, es necesario resaltar que la entidad fue 

respetuosa y garantista del principio de publicidad que predica el artículo 

2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La 

Entidad Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso 

y los actos administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días 

siguientes a su expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario 

del Proceso de Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen 

en bolsa de productos no tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad 

Estatal está obligada a publicar oportunamente el aviso de convocatoria o la 

invitación en los Procesos de Contratación de mínima cuantía y el proyecto de 

pliegos de condiciones en el SECOP para que los interesados en el Proceso de 

Contratación puedan presentar observaciones o solicitar aclaraciones en el término 

previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II 

desde el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la 

oportunidad de hacer las observaciones a los documentos del proceso dentro de los 

plazos legalmente establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe 

precontractual por parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la 

Administración la cual se extiende a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de 

evidenciarlo, acerca de la posible existencia de irregularidades, omisiones, 

anomalías o inexactitudes acaecidas durante el agotamiento de las etapas del 

procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el enderezamiento de 

alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o evitar que la 

elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; No 

obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte 

de los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios 

personales de vigilancia, las cuales como ya se menciono previamente debían ser 

atendidas por la entidad así fueran extemporáneas.  
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Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de 

condiciones no solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la 

bondad de la etapa de observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de 

condiciones, la cual no es otra que garantizar el principio de transparencia dentro 

del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció 

el principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación 

expresa en el artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha 

relación con el de publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según 

el artículo 209 constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 

se estableció la facultad de los interesados para realizar y/o presentar 

observaciones, como un mecanismo para controvertir algunas de las decisiones 

adoptadas por las entidades estatales en el marco de sus actuaciones públicas, en 

particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 

[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o adopten, 

para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento de dichas 

actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 3o. Las 

actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que las contengan 

estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación el ejercicio del 

derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que 

regula la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció 

ciertas reglas en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para 

precisar el contenido y alcance de los pliegos de condiciones y asignación de 

riesgos. De esta manera, se señaló que como resultado de lo debatido en la 

audiencia se realizarán las modificaciones a que haya lugar frente a los pliegos de 

condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro del plazo de la licitación, 

cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 

contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado 

y publicará en el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º 

del mismo artículo, respecto de los informes de evaluación de las propuestas, 

estableció que los mismos «[…] permanecerán en la secretaría de la entidad por un 

término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten las 

observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella 

Correa Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al 

principio de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, 

no solo porque dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos 

que hacen parte integral del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las 

observaciones planteadas por los interesados en el proceso, para lo cual es 

menester resaltar que no hubo pronunciamiento de los interesados en el proceso 
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respecto a la determinación y contenido del presupuesto oficial en  las 

observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en la 

audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los 

pliegos definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de 

la contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en 

ese sentido en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de 

contenido sustancial frente al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que 

para la presentación de su propuesta los oferentes tuvieron que tener en cuenta la 

estructuración del estudio del mercado como parte integral del proceso de selección 

y como elemento fundante de la elaboración del formato de oferta económica por 

parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes 

manifiestan conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los 

requisitos en ellos contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y 

decisiones del proceso de contratación. 

Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que 

ocho de los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las 

condiciones establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de 

aquellos que no cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones 

definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto 

en sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, 

Consejero Ponente José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que 

si bien es responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de 

planeación realizar una adecuada estructuración de tales procesos, se subraya que 

en su elaboración definitiva está inscrita la huella e impronta de los particulares y 

potenciales interesados, quienes concurren en las etapas de publicidad a perfilar 

los elementos finales del proyecto de contrato, lo que si bien no los hace 

responsables por las falencias inadvertidas de ellos, tampoco excluye que en su 

contra se puedan elaborar premisas de corresponsabilidad, ni que por esta vía se 

configure una patente que autorice, en casos así, beneficiarse de los errores propios 

por evidente falta de diligencia y desconocimiento del principio de buena fe en la 

actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

En lo que respecta a la aplicación de la corrección aritmética que: 

En el pliego de condiciones definitivo numeral 1.13 PROCEDIMIENTO PARA 

CORRECIÓN DE ERRORES ARITMETICOS, se indicó de manera taxativa que: 

“(…) si existen errores en el producto de las operaciones aritméticas de los precios 

de la misma, caso en el cual la Entidad hará las correcciones correspondientes” 

(Negrilla y subrayado fuera de texto). De lo anterior, se puede concluir que, solo hay 

lugar a realizar la corrección aritmética cuando hay errores en el producto de las 

operaciones aritmética de los precios, pero en el caso en particular, el proponente 

está solicitando la modificación de cantidades y de información que presenta error 

en el diligenciamiento del formato de propuesta económica. 

En este sentido Colombia Compra Eficiente dio respuesta a consulta # 

4201912000007509, con asunto: Elaboración de propuesta económica y corrección 

aritmética, en la que se expresa que:  

“(…) cuando el numeral 5 del artículo 2.2.1.1.2.1.3. del Decreto 1082 de 2015 prevé 

que dentro de los pliegos de condiciones se incluyan las reglas aplicables a la 

presentación de las ofertas y su evaluación, adicional a lo señalado en los 

argumentos expuestos en el numeral previo, la entidad puede definir en cuáles 
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eventos procede la corrección aritmética y bajo qué condiciones. En este sentido, 

las correcciones aritméticas pueden versar sobre aproximaciones o ajustes a cifras 

enteras que tienen decimales, o la verificación de todas las operaciones aritméticas 

que se presenten en la oferta. En cualquier evento, la entidad debe realizar las 

correcciones aritméticas sobre los ofrecimientos del proponente, es decir, sobre los 

valores registrados para los diferentes ítems, con el fin de obtener el valor real 

ofertado.” (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

Es importante resaltar que la Entidad en el numeral 4. ANÁLISIS TÉCNICO Y 

ECONÓMICO QUE SOPORTA EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO del 

documento de estudio previos, incluyo lo determinado en el artículo 2.2.1.1.2.1.1. 

del Decreto 1082 de 2015; respecto al valor del contrato, señala el artículo citado, 

en el numeral 4, que la entidad debe incluir en los estudios y documentos previos 

“el valor estimado del contrato y la justificación del mismo. Cuando el valor del 

contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad Estatal debe incluir la 

forma como los calculó y soportar sus cálculos de presupuesto en la estimación de 

aquellos”. Es decir, al estructurar el procedimiento de contratación se debe justificar 

la manera como definió el valor del presupuesto oficial, para lo cual debe señalar, 

por ejemplo, en el caso en el particular la Entidad en dicho numeral explico de 

manera expresa, clara y oportuna como se había calculado el presupuesto oficial, y 

del cual se desprende la forma cómo se calculó el valor de la prima de seguro 

colectivo, la cual se encuentra formulada tomando el promedio de la prima de 

seguro colectivo determinado por la Entidad y posteriormente, multiplicada por el 

numero de guardas, es entonces que, con la publicidad de dicha información los 

proponentes tuvieron pleno conocimiento del procedimiento aplicado por la Entidad 

para calcular el presupuesto oficial, adicionalmente, se encontraba publicado desde 

el mes de octubre en el SECOP II, con el fin de que los eventuales proponentes 

pudieran realizar las estimaciones correspondientes, bien sea para presentar 

observaciones al procedimiento de contratación, por considerar que el presupuesto 

no es suficiente para cubrir el costo de los bienes o servicios a adquirir, alertar de 

posibles errores o para decidir si se presenta oferta al procedimiento de selección. 

Por otra parte, es importante traer a colación lo manifestado en sentencia 12663 del 

18 de octubre de 2000, Sección tercera del Consejo de Estado mediante sentencia 

C.P MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ, en la cual se manifestó:  

“[…] La corrección aritmética fue prevista, interpretando su contenido y finalidad, de 

la manera y limitante siguientes: Cuando el oferente en el análisis de precios 

unitarios, al multiplicar el dato de precio unitario por las cantidades obtenga un dato 

equivocado, la Administración podrá corregirlo, efectuando la operación correcta; 

los errores aritméticos no podrán, o por aumento o por disminución, sobrepasar un 

5% del valor de la propuesta. La Administración no podrá jamás corregir el dato de 

precio unitario…”  

A la luz de la providencia anterior, es claro que como ya se ha resaltado, la 

corrección aritmética aplica respecto al yerro en el resultado de la operación 

numérica, sin variar o alterar los elementos numéricos o valores unitarios de los que 

se compone o que sirven para practicarla alterando el resultado de la misma, pues 

con esta corrección la administración estaría incurriendo en la alterabilidad de la 

oferta económica, poniendo en ventaja a los proponentes que incurrieron en el error 

sobre los que si fueron diligentes y oportunos con el diligenciamiento de su 

propuesta.  

Finalmente, respecto a la subsanabilidad de la propuesta, el comité aclara  que el 

requisito 6.2 EVALUACIÓN ECONÓMICA A) SERVICIO DE VIGILANCIA Y 

SEGURIDAD PRIVADA el cual se encuentra dentro del CAPITULO VI - CRITERIOS 

PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE, es entonces que no se 

debe examinar individualmente solo como un requisito habilitante por los motivos 

que se exponen, en la medida que claramente se puede evidenciar que se 
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encontraba dentro del componente ponderable. Pese a que la entidad establecida 

que no otorgaría puntaje es un criterio que sirve como comparación entre las ofertas  

Así mismo, las condiciones y reglas  para la presentación de este requisito han 

estado definidas de manera clara desde la publicación del proyecto de pliego de 

condiciones y, posteriormente, en el pliego de condiciones definitivo, siendo estas 

condiciones de carácter vinculante y evidentemente de obligatorio cumplimiento 

tanto para los proponentes como para la entidad, los cuales deben ceñirse a su 

contenido y no hay lugar a que las partes empleen criterios diferentes o cambien 

requisitos que no fueron definidos en los pliegos, este principio se refuerza 

especialmente cuando la redacción es precisa y no deja lugar a interpretaciones 

más allá de lo establecido. 

“POR ESTA OFERTA NO SE OTORGARÁ PUNTAJE ALGUNO, NO OBSTANTE, 

EN CASO DE OFERTAR VALORES DIFERENTES A LOS DETERMINADOS POR 

LA ENTIDAD, SERÁ CAUSAL DE RECHAZO DE LA OFERTA.” 

Esta nota se basa en el principio de autonomía que las entidades tienen al elaborar 

los pliegos de condiciones  y la discrecionalidad con la que, por regla general, 

cuentan para configurar el contenido del pliego de condiciones están autorizadas 

para incluir las reglas que consideren adecuadas tal como se hizo dentro del 

presente proceso considerando la relevancia de la oferta de servicios de vigilancia 

como componente integral de la propuesta económica, este aspecto se constituye 

como un elemento esencial para la adecuada comparación entre las distintas 

ofertas, por lo cual se estructuro la causal de rechazo mencionada la cual  no recibió 

ninguna objeción por parte de los interesados. 

En sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Tercera, Magistrado Ponente Daniel Suarez Hernández, Expediente 12344 

del 3 de mayo de 1999 por medio de la cual se define el pliego de condiciones como: 

“(…) El pliego de condiciones está definido como el reglamento que disciplina el 

procedimiento licitatorio de selección del contratista y delimita el contenido y alcance 

del contrato. Es un documento que establece una preceptiva jurídica de obligatorio 

cumplimiento para la administración y el contratista, no sólo en la etapa 

precontractual sino también en la de ejecución y en la fase final del contrato. Si el 

proceso licitatorio resulta fundamental para la efectividad del principio de 

transparencia y del deber de selección objetiva del contratista, el pliego determina, 

desde el comienzo, las condiciones claras, expresas y concretas que revelan las 

especificaciones jurídicas, técnicas y económicas, a que se someterá el 

correspondiente contrato. Los pliegos de condiciones forman parte esencial del 

contrato; son la fuente de derechos y obligaciones de las partes y elemento 

fundamental para su interpretación e integración, pues contienen la voluntad de la 

administración a la que se someten los proponentes durante la licitación y el 

oferente favorecido durante el mismo lapso y, más allá, durante la vida del contrato. 

En cuanto a la elaboración del pliego, la Sala ha precisado que la entidad licitante 

tiene a cuenta suya la carga de claridad y precisión dispuesta, entre otras normas 

legales, en el artículo 24, numeral 5, literales b, c y e de la Ley 80 de 1993, ya 

referido, que garantiza la selección transparente y objetiva del contratista.” 

(Subrayado y negrilla fuera de texto) 

De igual forma como se ha mencionado anteriormente con la carta de presentación 

de la oferta los proponentes manifiestan conocer los documentos del proceso, sus 

adendas, y Aceptan los requisitos en ellos contenidos. 

Finalmente, respecto a la mencionada nulidad del proceso de selección respecto a 

las respuestas a las observaciones extemporáneas, es preciso en primer lugar, 

recordar que la instancia para alegar y reconocer una nulidad del proceso de 

selección es ante la Jurisdicción, y en segunda medida, no se puede perder de vista 

la jurisprudencia del Consejo de Estado al indicar en Sentencia Sala de lo 
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Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Consejera ponente: 

Ruth Stella Correa Palacio, Radicación número: 08001-23-31-000-1996-01886-

01(22089) que expresa al respecto que:  

 

“(…) Reitera la jurisprudencia según la cual cuando se demanda la nulidad de la 

decisión de adjudicación de la administración y el pago de perjuicios, el oferente 

demandante que se considere con derecho a resultar adjudicatario, deberá 

demostrar: i) el vicio de ilegalidad de la decisión y ii) que su propuesta es la mejor, 

lo que hace indispensable que el proponente desfavorecido, que se siente lesionado 

en su interés jurídico y demanda, sea celoso de la observancia de la carga procesal 

y probatoria que implica acreditar en forma concurrente estos aspectos. (…) En 

conclusión, la legalidad del acto frente al actor no se debilitó, porque no se aportó 

la prueba que permita inferir que su propuesta merecía ser, de acuerdo con los 

criterios objetivos de selección, la adjudicataria, por cumplir con todos los requisitos 

de los pliegos de condiciones y haber obtenido la mejor evaluación, motivo por cual 

la Sala revocará la sentencia del a quo, en cuanto accedió a las pretensiones de la 

demanda” (Negrilla fuera de texto) 

 

Aunado a lo anterior, en lo expuesto por el oferente no se reúnen ni quiera los 

presupuestos procesales para el análisis de viabilidad o no de lo manifestado. 

 

En la sentencia ibidem se debe resaltar que además se hace referencia  

 

“(…) El numeral 2 del artículo 24 ibidem, tiene el claro propósito de que quienes 

participen en el proceso de selección por licitación pública, tengan la oportunidad 

de conocer y controvertir los informes de evaluación que se emitan en relación con 

sus 

propuestas, en el evento en que consideren que presentan errores, deficiencias o 

equivocaciones que les perjudique e incidan en el orden de elegibilidad; es decir, 

garantiza su derecho de defensa y contradicción en este tipo de actuaciones 

administrativas, a la par que evita situaciones de secreto o clandestinidad durante 

el proceso de selección y sirve de instrumento de purificación en la toma de la 

decisión por parte de la Administración, pues aquéllos, a través de la formulación 

de observaciones, pueden advertir circunstancias que hubiesen pasado 

desapercibidas, en aras de contribuir a que se respete la legalidad de la 

adjudicación. 

 

Sin embargo, en el aparte segundo del numeral 8 del artículo 30 de la Ley 80 de 

1993, también se establece la regla según la cual la propuesta una vez presentada 

por el licitador es inmodificable. En efecto, con posterioridad al cierre de la licitación, 

en la etapa en que los informes de evaluación de las propuestas permanecen en la 

secretaría de la entidad durante el término de 5 días hábiles, con el fin de que los 

proponentes presenten las observaciones que estimen pertinentes, éstos no podrán 

modificar, complementar o mejorar sus ofrecimientos, regla prohibitiva que es 

desarrollo del principio de igualdad que rige en la licitación pública. 

 

Como explica Sayagués “después de presentadas las propuestas, queda 

perfectamente determinada la posición de cada licitante y también de la 

Administración. Aquéllos no pueden modificar sus propuestas ni mejorarlas, ni 

retirarlas (…). No es posible modificar las propuestas posteriormente a su 
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presentación, porque de lo contrario desaparecería totalmente la igualdad que debe 

existir entre todos los licitantes. En realidad desaparecería la licitación como 

garantía para los particulares y para la Administración, transformándose el 

procedimiento en una serie de tratativas privadas, pues los proponentes perdidosos 

no titubearían en modificar y mejorar sus ofertas con tal de conseguir el suministro 

o la obra.”  (…) 

 

Por manera que la regla sobre la inalterabilidad de las propuestas y su carácter 

vinculante, está consagrada con el fin de garantizar la igualdad de todos los 

licitantes, la cual se vería quebrantada o desconocida si se aceptase a un 

proponente modificaciones a su propuesta posteriores al cierre del plazo fijado para 

su presentación y una vez se ha procedido a su apertura, dado que con esa práctica 

se pondría en desventaja a los otros proponentes que con diligencia y en tiempo 

oportuno confeccionaron sus ofrecimientos y que en consecuencia tienen el 

derecho a que no se modifiquen las propuestas de los demás 

 

Ahora bien, lo anterior no impide que se puedan hacer aclaraciones a las propuestas 

bien porque la administración las solicite en la etapa de evaluación de las mismas, 

ora porque las realicen los oferentes en la etapa dispuesta para las observaciones 

a los informes de evaluación, pero siempre y cuando verse sobre aspectos 

meramente formales o adjetivos o que en todo caso no comporten una variación o 

corrección del fondo de la propuesta a favor de quien las presenta y en detrimento 

de la posición de los demás proponentes en la evaluación, esto es, sujetas a 

condición de que con las mismas no se altere de manera sustancial la información 

inicialmente suministrada y la situación de los oferentes en el proceso de licitación. 

 

Por eso, como es posible que por vía aclaratoria los proponentes intenten modificar 

o mejorar sus ofertas, hay que distinguir entre las simples aclaraciones de las 

propuestas y las modificaciones a éstas; las primeras son los medios para que se 

pueda hacer perceptible, manifiesto, explícito o inteligible algún aspecto confuso de 

la propuesta, sin implicar una complementación, adición, modificación o mejora de 

dicho aspecto, que es precisamente en lo que consisten las segundas. 

 

En síntesis, por regla general, las modificaciones de las propuestas ulteriores al 

cierre de la licitación son inadmisibles y deben ser rechazadas por la administración, 

so pena de vulnerar los principios de igualdad y transparencia, pero ello no obsta 

para que se puedan considerar aclaraciones que no las alteren sustancialmente. 

(…)”  (Negrilla fuera de texto) 

 

Asimismo, y como se mencionó previamente, en la verificación de las propuestas, 

el comité evaluador se percató que ocho de los oferentes fueron cuidadosos con la 

presentación de sus ofertas de acuerdo con las condiciones establecidas. Por lo 

tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no cumplieron con 

esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo, el cual, como se 

mencionó anteriormente, no presenta ambigüedades y no admite interpretaciones 

distintas a su literalidad. 

Dicho razonamiento, se basa en garantizar el principio de selección objetiva, 

respecto a la evaluación de la oferta económica, el cual tal y como lo señala la 

Agencia Nacional de Contratación Publica Colombia Compra Eficiente en concepto 

C – 059 de 2021, busca que: 
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“[…] la entidad que adjudique el contrato al oferente con la propuesta más favorable, 

la norma define este concepto como la propuesta más ventajosa, luego de ponderar 

los factores técnicos y económicos. Así las cosas, para que la entidad pueda 

determinar cuál es la oferta que más ventaja le reporta, lo lógico es que la 

comparación de precios se haga sobre los que finalmente tendrá que pagar, es 

decir, no puede realizarse una ponderación adecuada, en el factor económico, si la 

entidad compara precios que no son reales, pues ello es lo que ocurre si en dicha 

comparación se toman precios que no serán los que finalmente pagará, porque no 

se encuentra incluido el IVA o cualquier otro impuesto.  

El principio de selección objetiva, antes que permitir que la entidad compare las 

ofertas económicas sin tener en cuenta el IVA, busca que la comparación se haga 

sobre la realidad de lo ofrecido por cada proponente, es decir, el valor total de lo 

que terminará pagando la entidad cuando adjudique el contrato…”   (negrilla y 

subrayado fuera de texto) 

 

En el concepto en mención, se resalta el alcance del principio de igualdad en el 

ámbito de la contratación pública, en el cual se aduce:  

 

“[…] En el ámbito de la contratación pública, la igualdad se materializa a través del 

equilibrio de todos los oferentes frente al proceso de selección, desde la exigencia 

de los requisitos estipulados en los pliegos de condiciones, en la calificación de sus 

ofertas y en su selección. La igualdad en los procesos de contratación supone que 

las condiciones a las que se enfrentan los proponentes sean las mismas para todos 

y que la oferta adjudicada sea la más favorable a la entidad.  

Por ello el Consejo de Estado ha determinado que la aplicación del principio de 

igualdad en la contratación pública materializa otros principios de similar importancia 

como la selección objetiva y la transparencia:  

 

La igualdad de los licitadores, presupuesto fundamental que garantiza la selección 

objetiva y desarrolla el principio de transparencia que orienta la contratación estatal, 

se traduce en la identidad de oportunidades dispuesta para los sujetos interesados 

en contratar con la Administración. Y la sujeción estricta al pliego de condiciones es 

un principio fundamental del proceso licitatorio, que desarrolla la objetividad 

connatural a este procedimiento, en consideración a que el pliego es fuente principal 

de los derechos y obligaciones de la administración y de los proponentes…”   

 

En conclusión, no se puede poner en desventaja a los proponentes que con 

diligencia y en tiempo oportuno confeccionaron sus ofrecimientos, permitiendo 

modificar aspectos sustanciales como ya se mencionó de la oferta de servicios de 

vigilancia y seguridad privada lo que iría en contravía del articulo ARTÍCULO 5. De 

la selección objetiva. PARÁGRAFO 1. de la ley 1882 de 2018, ya que no 

correspondería a una aclaración sino a un mejoramiento y alteración de la 

propuesta. 
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11. UT SOPROTECORPS 4 
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RESPUESTA:  

Respecto, a los documentos acreditados para la subsanabilidad de requisitos habilitantes, 

el Comité Estructurador y Evaluador se permite indicar que la respuesta a las mismas se 

verá reflejada en el informe final de evaluación en la cual se indica: 

“(…) Capacidad técnica 

CUMPLE 

El proponente aporto documento suscrito por el representante legal de la UT, en la 

cual manifiesta que cuenta con una Central de Comunicaciones propia con 

cubrimiento en el departamento del Quindío. 

El proponente aporto licencia de funcionamiento y certificación de medios alternos 

de comunicación. 

El proponente aporta los certificados de ausencia de sanciones expedido por la 

Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada vigentes al momento del cierre 

del proceso. 
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El proponente acreditó la cantidad de vehículos requeridos por la Entidad. 

El proponente allegó resolución, 20284000058727 por la cual se acredita como 

consulto al señor Fernando Miguel Miranda, la cual a la fecha del cierre del proceso 

no se encuentra vigente. No obstante, de acuerdo a lo establecido en el artículo 84 

del Decreto 2106 del 2019, "antitramites" la misma se entiende prorrogada por el 

término de 10 años.  

Es de anotar que el proponente no manifiesta dicha claridad en su escrito de 

subsanación. (…) 

Capacidad de Experiencia 

Se habilito su propuesta (…)” 

En lo relacionado a la aclaración de la propuesta económica, nos permitimos indicarle que:  

Es imperativo resaltar que la entidad fue respetuosa y garantista del principio de publicidad 

que predica el artículo 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015 el cual dispone: 

“ARTÍCULO 2.2.1.1.1.7.1. del Decreto 1082 de 2015. Publicidad en el SECOP. La Entidad 

Estatal está obligada a publicar en el SECOP los Documentos del Proceso y los actos 

administrativos del Proceso de Contratación, dentro de los tres (3) días siguientes a su 

expedición. La oferta que debe ser publicada es la del adjudicatario del Proceso de 

Contratación. Los documentos de las operaciones que se realicen en bolsa de productos no 

tienen que ser publicados en el SECOP. “La Entidad Estatal está obligada a publicar 

oportunamente el aviso de convocatoria o la invitación en los Procesos de Contratación de 

mínima cuantía y el proyecto de pliegos de condiciones en el SECOP para que los 

interesados en el Proceso de Contratación puedan presentar observaciones o solicitar 

aclaraciones en el término previsto para el efecto en el artículo 2.2.1.1.2.1.4 del presente 

decreto”. 

Conforme lo anterior, el proceso se encuentra publicado en la plataforma SECOP II desde 

el 18 de octubre de 2023, es decir, que los proponentes tuvieron la oportunidad de hacer 

las observaciones a los documentos del proceso dentro de los plazos legalmente 

establecidos en el cronograma. 

En concordancia con lo anterior, de los proponentes se espera buena fe precontractual por 

parte de quien se proyecta como futuro colaborador de la Administración la cual se extiende 

a la necesidad de alertar a la entidad, en caso de evidenciarlo, acerca de la posible 

existencia de irregularidades, omisiones, anomalías o inexactitudes acaecidas durante el 

agotamiento de las etapas del procedimiento de selección, con el fin de propugnar por el 

enderezamiento de alguna fase o actuación anormalmente adelantada y así precaver o 

evitar que la elección de la oferta adolezca de vicios que, a la postre, empañen su validez; 

No obstante, solo hasta antes del día del cierre se presentaron observaciones por parte de 

los proponentes con relación al formato de propuesta económica de servicios personales 

de vigilancia, las cuales como ya se menciono previamente debían ser atendidas por la 

entidad así fueran extemporáneas.  

Es necesario manifestarle al proponente que, la configuración del pliego de condiciones no 

solo corresponde a una potestad de la entidad, pues de ahí nace la bondad de la etapa de 

observaciones al proyecto de pliego y pliego definitivo de condiciones, la cual no es otra 

que garantizar el principio de transparencia dentro del proceso contractual.  

El artículo 23 de la Ley 80 de 1993 regula los principios aplicables a las actuaciones 

contractuales adelantadas por las entidades estatales. Entre otros, allí se estableció el 

principio de transparencia de la actividad contractual, objeto de regulación expresa en el 

artículo 24 del citado cuerpo normativo. Este principio guarda estrecha relación con el de 

publicidad, que rige el ejercicio de la función administrativa, según el artículo 209 

constitucional. Por eso en los numerales 2º y 3º del citado artículo 24 se estableció la 

facultad de los interesados para realizar y/o presentar observaciones, como un mecanismo 

para controvertir algunas de las decisiones adoptadas por las entidades estatales en el 

marco de sus actuaciones públicas, en particular en los procesos contractuales, así: 

«Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio: 

[…] 2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de 

conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o 

adopten, para lo cual se establecerán etapas que permitan el conocimiento 
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de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que 

las contengan estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación 

el ejercicio del derecho de que trata el artículo 273 de la Constitución 

Política.» 

En desarrollo del principio de transparencia, el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 que regula 

la estructura de los procedimientos de selección del contratista, estableció ciertas reglas 

en el inciso final del numeral 4º, relacionadas con la audiencia para precisar el contenido y 

alcance de los pliegos de condiciones y asignación de riesgos. De esta manera, se señaló 

que como resultado de lo debatido en la audiencia se realizarán las modificaciones a que 

haya lugar frente a los pliegos de condiciones, circunstancia que «[…] no impide que, dentro 

del plazo de la licitación, cualquier interesado pueda solicitar aclaraciones adicionales que la entidad 

contratante responderá mediante comunicación escrita, la cual remitirá al interesado y publicará en 

el SECOP para conocimiento público». De otro lado, el numeral 8º del mismo artículo, respecto de 

los informes de evaluación de las propuestas, estableció que los mismos «[…] permanecerán en la 

secretaría de la entidad por un término de cinco (5) días hábiles para que los oferentes presenten 

las observaciones que estimen pertinentes. […]». 

En cuanto a la importancia del principio de transparencia, que rige las actuaciones 

contractuales de las entidades estatales, la Sección Tercera del Consejo de Estado 

sentencia del 3 de diciembre de 2007. Exp. 24.715. Consejera Ponente: Ruth Stella Correa 

Palacio. señaló: 

«[…] El principio de transparencia persigue la garantía que en la formación del 

contrato, con plena publicidad de las bases del proceso de selección y en igualdad 

de oportunidades de quienes en él participen, se escoja la oferta más favorable para 

los intereses de la administración, de suerte que la actuación administrativa de la 

contratación sea imparcial, alejada de todo favoritismo y, por ende, extraña a 

cualquier factor político, económico o familiar […]». 

De acuerdo con lo anterior, es claro que la entidad ha garantizado la  aplicación al principio 

de transparencia en cada una de las actuaciones realizadas por la misma, no solo porque 

dio aplicación al principio de publicidad de todos los documentos que hacen parte integral 

del proceso, sino porque dio respuesta a cada una de las observaciones planteadas por los 

interesados en el proceso, para lo cual es menester resaltar que no hubo pronunciamiento 

de los interesados en el proceso respecto a la determinación y contenido del presupuesto 

oficial en  las observaciones expuestas frente al proyecto de pliegos de condiciones, ni en 

la audiencia de asignación, tipificación de riesgos y aclaración del contenido de los pliegos 

definitivos, ni en las observaciones realizadas a los mismos.  

A lo anterior es conveniente manifestar que, como lo consagra el marco jurídico de la 

contratación pública los términos en la misma son preclusivos y perentorios, en ese sentido 

en etapa de evaluación no hay lugar a hacer observaciones de contenido sustancial frente 

al presupuesto oficial de la entidad, en la medida que para la presentación de su propuesta 

los oferentes tuvieron que tener en cuenta la estructuración del estudio del mercado como 

parte integral del proceso de selección y como elemento fundante de la elaboración del 

formato de oferta económica por parte de la entidad.  

Sumado a lo anterior con la carta de presentación de la oferta los proponentes manifiestan 

conocer los documentos del proceso, sus adendas, y Aceptan los requisitos en ellos 

contenidos y declaran que se informaron de todas las etapas y decisiones del proceso de 

contratación. 

Asimismo, durante el análisis de las veinte propuestas recibidas, se observó que ocho de 

los oferentes fueron cuidadosos al preparar sus ofertas de acuerdo con las condiciones 

establecidas. Por lo tanto, no sería equitativo permitir la habilitación de aquellos que no 

cumplieron con esta regla establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

En consonancia con lo anterior, es conveniente traer a consideración lo expuesto en 

sentencia del Consejo de Estado sección tercera radicado 67733-2022, Consejero Ponente 

José Roberto Sáchica Méndez, el cual indica lo siguiente:   

“[…]En este punto es del caso indicar, en relación con el pliego de condiciones, que si bien es 

responsabilidad de la Administración en el contexto de las fases de planeación realizar una adecuada 

estructuración de tales procesos, se subraya que en su elaboración definitiva está inscrita la huella 

e impronta de los particulares y potenciales interesados, quienes concurren en las etapas de 

publicidad a perfilar los elementos finales del proyecto de contrato, lo que si bien no los hace 
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responsables por las falencias inadvertidas de ellos, tampoco excluye que en su contra se puedan 

elaborar premisas de corresponsabilidad, ni que por esta vía se configure una patente que autorice, 

en casos así, beneficiarse de los errores propios por evidente falta de diligencia y desconocimiento 

del principio de buena fe en la actividad precontractual…”  (negrilla y subrayado fuera del texto) 

Es importante resaltar que la Entidad en el numeral 4. ANÁLISIS TÉCNICO Y ECONÓMICO 

QUE SOPORTA EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO del documento de estudio 

previos, incluyo lo determinado en el artículo 2.2.1.1.2.1.1. del Decreto 1082 de 2015; 

respecto al valor del contrato, señala el artículo citado, en el numeral 4, que la entidad debe 

incluir en los estudios y documentos previos “el valor estimado del contrato y la justificación 

del mismo. Cuando el valor del contrato esté determinado por precios unitarios, la Entidad 

Estatal debe incluir la forma como los calculó y soportar sus cálculos de presupuesto en la 

estimación de aquellos”. Es decir, al estructurar el procedimiento de contratación se debe 

justificar la manera como definió el valor del presupuesto oficial, para lo cual debe señalar, 

por ejemplo, en el caso en el particular la Entidad en dicho numeral explico de manera 

expresa, clara y oportuna como se había calculado el presupuesto oficial, y del cual se 

desprende la forma cómo se calculó el valor de la prima de seguro colectivo, la cual se 

encuentra formulada tomando el promedio de la prima de seguro colectivo determinado por 

la Entidad y posteriormente, multiplicada por el número de guardas, es entonces que, con 

la publicidad de dicha información los proponentes tuvieron pleno conocimiento del 

procedimiento aplicado por la Entidad para calcular el presupuesto oficial, adicionalmente, 

se encontraba publicado desde el mes de octubre en el SECOP II, con el fin de que los 

eventuales proponentes pudieran realizar las estimaciones correspondientes, bien sea para 

presentar observaciones al procedimiento de contratación, por considerar que el 

presupuesto no es suficiente para cubrir el costo de los bienes o servicios a adquirir, alertar 

de posibles errores o para decidir si se presenta oferta al procedimiento de selección. 

UNION TEMPORAL S-G 

 

 

RESPUESTA:  

La Dirección Seccional de Administración Judicial de Armenia Quindío da respuesta a su 

observación en los siguientes términos: 

Dentro de la revisión inicial del este factor de calificación de calidad se evidencio que no se 

anexaron los documentos para acreditar la experiencia de André Rincón Parra como lo 

indica el requisito establecido en el pliego para acceder a este puntaje: 




